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Prólogo

L a actual pandemia COVID-19 se reconoce no 
solo como una emergencia de salud pública, 
sino también como una crisis socioeconómica y 

de derechos humanos. Desde febrero de 2021, más de 
2.400.000 personas murieron a causa de COVID-19, y 
el mundo está experimentando el mayor shock econó-
mico en décadas. La pandemia también está revelando 
injusticias no resueltas y exacerbando las desigualdades 
existentes. Algunas respuestas estatales a la pandemia 
también están acumulando violaciones de los derechos 
humanos y se plantean nuevos riesgos a través de los 
esfuerzos para frenar la propagación del virus, como la 
rápida digitalización y el aislamiento social.

Un movimiento histórico contra el racismo sistémico 
también está barriendo el mundo a través del movimiento 
Black Lives Matter (BLM). Esto se creó en protesta por 
los incidentes y la violencia por motivos raciales contra 
la población afrodescendiente y ha resonado con las 
comunidades que apoyan la erradicación de la discri-
minación en todo el mundo. Del mismo modo, durante 
el año pasado, la gente se unió a movimientos sociales 
–muchos de ellos dirigidos por mujeres y jóvenes– y 
llenó las calles con demandas de igualdad de derechos, 
democracia y acción climática, en países como Argelia, 
Chile, Colombia, Haití, Irak, Líbano y Sudán. La demanda 
pública de rendición de cuentas se encuentra en un nivel 
sin precedentes, ya que las decisiones diarias que toman 
los estados tienen consecuencias casi inmediatas de vida 
o muerte, especialmente para las personas de comunida-
des marginadas.

Este contexto actual también obstaculizó los procesos de 
justicia transicional en marcha, ya que los Estados cen-
traron sus esfuerzos en otras prioridades urgentes y en 
poner en marcha medidas para frenar la propagación del 
virus, lo que hace que los esfuerzos de justicia transicio-
nal sean más importantes que nunca.

El compromiso de los gobiernos de no dejar a nadie atrás 
en la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible se está 
poniendo a prueba a medida que los efectos devastado-
res de las desigualdades estructurales se profundizan. Es 
muy evidente que sin justicia para todos no puede haber 
paz, y que la verdad y la reconciliación deben ser el cen-
tro de los esfuerzos de los Estados para mantener la paz 
y el desarrollo.

Esto proporciona un contexto relevante para los es-
fuerzos del Programa de las Naciones Unidas para el 
Desarrollo (PNUD) para poner fin a la injusticia de la po-
breza, la desigualdad y el cambio climático. Ahora es más 
importante que nunca que nuestros esfuerzos se basen 
en los derechos y sean multidisciplinarios para apoyar a 
los Estados Miembros a crear sociedades pacíficas, justas 
e inclusivas. La oferta de respuesta COVID-19 del PNUD 
Más allá de la recuperación: hacia 2030 es una estrategia 
para apoyar a los socios nacionales, no solo para abordar 
las necesidades inmediatas de salud y socioeconómicas, 
sino también para promover el estado de derecho, la 
seguridad, los derechos humanos, las medidas de go-
bernanza y de prevención de conflictos que se necesitan 
para gestionar la pandemia y aumentar la resiliencia ante 
futuras crisis. El apoyo a los procesos de justicia transicio-
nal es esencial para garantizar los derechos de los más 
vulnerables, garantizar la rendición de cuentas y fomentar 
la cohesión social durante este período sin precedentes.

Durante más de un decenio, el PNUD ha apoyado los pro-
cesos de justicia transicional desde una perspectiva de 
desarrollo, centrándose en potenciar la capacidad nacio-
nal y la transformación de los sistemas para mantener e 
integrar los progresos logrados mediante los mecanismos 
de justicia transicional. Estas cuestiones son hoy más per-
tinentes que nunca y reafirman la importancia del apoyo 
del PNUD a la justicia transicional para crear sociedades 
más pacíficas, justas e inclusivas. No debemos centrar-
nos en volver a la “normalidad” después de la pandemia, 
sino en implementar una recuperación transformadora 
que construya una “mejor normalidad”, que no separe la 
salud de los esfuerzos para abordar el racismo sistémico, 
o las reparaciones colectivas del acceso a la justicia para 
todos.

El PNUD mantiene su compromiso de apoyar los pro-
cesos de justicia transicional en todo el mundo y de 
asociarse con otros organismos de las Naciones Unidas 
y organizaciones internacionales para llevar adelante 
estas importantes esferas de trabajo. Este documen-
to analiza las experiencias del PNUD en apoyo de los 
procesos de justicia transicional en todo el mundo con el 
fin de contribuir a una reflexión internacional más am-
plia sobre los desafíos y los éxitos en este campo. Las 
experiencias, lecciones y recomendaciones esbozadas a 
lo largo de este documento se utilizarán para orientar la 
programación de la justicia transicional del PNUD en el 
futuro, de modo que podamos contribuir mejor a lograr 
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resultados sostenibles para las víctimas, las comunida-
des y los países. Una parte fundamental de ello será 
nuestra capacidad de utilizar todas las herramientas a 
nuestra disposición para adaptar los procesos de justicia 
transicional a las nuevas realidades y hacer frente a los 

desafíos interconectados. Esperamos que las conclusio-
nes de este documento también sean útiles para nuestros 
socios que apoyan los procesos de justicia transicional, 
ya que estamos comprometidos a actuar como una sola 
Naciones Unidas.

Asako Okai�  
Secretaria General Adjunta, 
Administradora Adjunta y 
Directora de la Oficina de Crisis, 
PNUD 
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L a Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible abar-
ca un concepto integral del desarrollo, uno que re-
conoce los vínculos entre la paz y la prosperidad 

y que para ambas tiene que haber respeto por los dere-
chos humanos. Los esfuerzos de la justicia transicional 
están arraigados en este mismo enfoque, trabajando en 
el nexo entre los derechos humanos, el desarrollo y la 
paz y la seguridad para abordar los legados de las viola-
ciones masivas de los derechos humanos y contribuir a la 
construcción de comunidades resilientes.

Para las sociedades que salen de un conflicto o de re-
gímenes represivos, es necesario establecer medidas de 
justicia transicional para a) exigir responsabilidades por 
las violaciones cometidas en el pasado y garantizar la re-
paración y el resarcimiento de los daños causados a las 
víctimas de violaciones graves de los derechos humanos; 
b) reconocer las consecuencias que las violaciones han 
tenido para las sociedades y las comunidades, desarti-
culando la confianza y contribuyendo a la polarización; c) 
empezar a desarrollar una comprensión conjunta de las 
causas profundas que llevaron a la violencia y la repre-
sión, incluidas las desigualdades sistémicas, y construir 
una narrativa común del pasado basada en la verdad, y d) 
mirar hacia el futuro para construir sistemas y comunida-
des resilientes para prevenir una recurrencia de la violen-
cia y los abusos.

El PNUD ha apoyado procesos de justicia transicional en 
todo el mundo durante más de una década, reconociendo 
el valor de un enfoque de desarrollo de la justicia transi-
cional que no solo tenga en cuenta lo que se necesita 
para abordar el pasado y sus consecuencias en el pre-
sente, sino también lo que se necesita para establecer 
un futuro pacífico y sostenible para las víctimas, las co-
munidades y los Estados. En cada etapa del proceso de 
justicia transicional, trabajamos para ampliar las opciones 
y los derechos de las personas. Estamos comprometidos 
a defender la capacidad de acción de las víctimas y la dig-
nidad humana y a garantizar una participación inclusiva. El 
PNUD también incorpora dentro de su apoyo a los proce-
sos de justicia transicional propuestas más amplias para 
lograr instituciones inclusivas y responsables con el fin de 
promover y proteger los derechos humanos y establecer 
una cultura duradera de Estado de derecho.

Esta publicación busca contribuir al discurso internacional 
sobre la justicia transicional mediante el intercambio de 
lecciones aprendidas de los programas de justicia tran-
sicional del PNUD. También contribuirá a la revisión de la 
Guía de orientación del Secretario General sobre el enfo-
que de las Naciones Unidas respecto a la justicia transi-
cional. Asumiendo que cada contexto es único, se presen-
tan las principales áreas de trabajo para los profesionales 
del desarrollo que apoyan los procesos de justicia transi-
cional. Además, se presentan una serie de desafíos que 
aparecen al traducir las aspiraciones de verdad, justicia y 
reconciliación en una realidad para las víctimas de atro-
cidades, así como ejemplos exitosos de construcción de 
alianzas y coaliciones para lograr procesos de justicia 
transicional más inclusivos en todas las regiones. Por últi-
mo, se esbozan las principales enseñanzas y recomenda-
ciones que los profesionales del desarrollo deben tener 
en cuenta al diseñar e implementar programas de justicia 
transicional y se extraen las principales conclusiones y 
recomendaciones, así como oportunidades para invertir 
más en la justicia transicional mirando hacia adelante. En 
este documento se hace hincapié en que la justicia tran-
sicional no es un proceso lineal y que los profesionales 
deben adoptar una perspectiva a largo plazo sin dejar de 
estar atentos a los rápidos cambios en el contexto local 
que pueden ofrecer oportunidades para un cambio trans-
formador mientras permanecen vigilantes ante los rápi-
dos cambios en el contexto local que pueden significar 
ventanas de oportunidad para un cambio transformador.
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Introducción

CAPÍTULO UNO
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¿Qué es la justicia transicional? 

L as aspiraciones de garantizar la justicia, promo-
ver la paz y lograr el desarrollo sostenible suelen 
estar a la vanguardia de una sociedad que sale 

de un conflicto o de un régimen represivo y suelen es-
tar arraigadas en un arreglo político. El cumplimiento de 
las expectativas de justicia, paz y desarrollo puede ser 
complejo, con múltiples intereses potencialmente contra-
puestos. En esos contextos dinámicos, las medidas de 
justicia transicional proporcionan un conjunto de instru-
mentos de adaptación que pueden adaptarse para apo-
yar a las sociedades a avanzar en el tratamiento de los 
legados de violaciones masivas de los derechos huma-
nos y la reconstrucción de comunidades resilientes. En 
muchos casos, esto incluye la lucha contra la impunidad 
y la reparación de los abusos cometidos en el pasado, 
el establecimiento de elementos básicos para fortalecer 
la confianza entre el pueblo y el Estado, la lucha contra 
las injusticias sociales, incluida la desigualdad entre los 
géneros, y el fomento de la tolerancia y la coexistencia. 
Al abordar el pasado, la justicia transicional también pro-
porciona instrumentos para poner en práctica medidas 
que impidan que en el futuro se repitan las violaciones 
de los derechos humanos y adoptar un enfoque a más 
largo plazo con miras a forjar un futuro más pacífico, justo 
e inclusivo.

El concepto de justicia transicional se basa en la creencia 
de que las sociedades que puedan afrontar adecuada-
mente su historia de violencia colectiva estarán mejor pre-
paradas para evitar que se repita en el futuro. El éxito de 
la justicia transicional no solo se mide por la reparación de 
las víctimas, sino también por instituciones responsables 
e inclusivas, la coexistencia pacífica, la reconciliación y la 
resiliencia cívica ante la repetición de abusos sistemáti-
cos. Esto requiere que las medidas de justicia transicional 
formen parte de esfuerzos más amplios para fomentar la 
transformación política, social y económica y promover la 
igualdad entre los géneros. Por lo tanto, la justicia transi-
cional se centra tanto en el individuo como en la sociedad 
en su conjunto, con dos objetivos distintos: (1) lograr justi-
cia para las víctimas y (2) crear sociedades justas, inclusi-
vas y pacíficas.1

“
Toda la gama de procesos y 
mecanismos asociados con los 
intentos de una sociedad de aceptar 
un legado de abusos pasados a gran 
escala a fin de garantizar la rendición 
de cuentas, garantizar la justicia y 
lograr la reconciliación „
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Los orígenes y la evolución  
de la justicia transicional

E l término “justicia transicional” por primera vez 
tomó prominencia a principios de la década de 
1990 en referencia a una serie de procesos lati-

noamericanos instituidos en la década de 1980. Se re-
firió a las medidas de determinación de los hechos y 
relacionadas con la justicia en respuesta a las graves 
violaciones de los derechos humanos cometidas durante 
los períodos de transición política del gobierno autorita-
rio al gobierno democrático. El modelo latinoamericano 
fue absorbido y adaptado para abordar el apartheid en 
la Comisión de la Verdad y la Reconciliación de Sudáfrica 
de 1995, que, en ese momento, recibió gran visibilidad y 
reconocimiento. Desde entonces, los órganos cuasijudi-
ciales de determinación de la verdad con distintos nive-
les de éxito se han convertido en una práctica generaliza-
da que ha dado lugar a más de 40 comisiones nacionales 
de la verdad y a muchas otras comisiones específicas 
de lugares, eventos o violaciones para investigar abusos 
del pasado. Sin embargo, la aplicación de los enfoques 
de justicia transicional extraídos de las experiencias de 
América Latina no era un proceso sencillo en los países 
que buscaban reparación por las violaciones masivas de 
los derechos humanos relacionadas con los conflictos.2,3

La segunda generación de tribunales internacionales 
de crímenes de guerra también surgió en la década de 
1990 con llamamientos de la Asamblea General de las 
Naciones Unidas (ONU) para el establecimiento de un tri-
bunal penal internacional para hacer cumplir un código 
de crímenes contra la paz y la seguridad de la humanidad. 
Posteriormente, en 1992 se estableció el Tribunal Penal 
Internacional para la antigua Yugoslavia, seguido por el 
Tribunal Penal Internacional para Ruanda en 1993. Los dos 
tribunales4 especiales dieron un nuevo impulso a las res-
puestas de la justicia penal a los delitos relacionados con 
los conflictos. Este hecho impulsó aún más la creación 
de varios tribunales internacionalizados o “híbridos” in-
tegrados por jueces y fiscales nacionales e internaciona-
les en diversos contextos, entre ellos Camboya, Kosovo, 
Bosnia-Herzegovina durante un período, Sierra Leona y 
Timor Oriental. En un decenio, la justicia penal internacio-
nal cobró gran impulso y culminó con la firma del Estatuto 
de Roma de 1998, que permitió el establecimiento de la 
Corte Penal Internacional en 2002. Esto, a su vez, influyó 
en gran medida en la búsqueda de la rendición de cuen-
tas en los procesos de justicia transicional, tal como lo ve-
mos hoy, que se centra en apoyar los procesos naciona-
les de rendición de cuentas, en complementariedad con 
la Corte Penal Internacional.5 
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El marco de las Naciones Unidas  
para la justicia transicional 

E n 2004, el informe del Secretario General de la 
ONU articuló la posición de la ONU sobre la justi-
cia transicional, refiriéndose a ella como “toda la 

gama de procesos y mecanismos asociados con los in-
tentos de una sociedad de aceptar un legado de abusos 
pasados a gran escala a fin de garantizar la rendición de 
cuentas, garantizar la justicia y lograr la reconciliación”. El 
informe articula los principales pilares de la justicia tran-
sicional como la justicia penal, la verdad, las reparacio-
nes y las reformas institucionales, señalando que estos 
componentes no deben considerarse de manera aislada. 
Además, el enfoque de las Naciones Unidas respecto de 
la justicia transicional se consolidó en la Guía de orienta-
ción del Secretario General sobre el tema.6,7

Sin embargo, en la práctica, la mayoría del apoyo a la justi-
cia transicional proporcionado por las Naciones Unidas se 
ha centrado más en los mecanismos que en los procesos. 

El establecimiento de mecanismos para cada uno de los 
cuatro pilares diferentes ha dado lugar a esfuerzos inco-
nexos y resultados insostenibles. Si bien los pilares son 
útiles para enmarcar los objetivos de los procesos de jus-
ticia transicional, los profesionales han comenzado a ale-
jarse de la aplicación estricta de los pilares en favor de 
un contexto amplio de enfoques específicos que puedan 
producir un cambio transformador tanto a corto como a 
largo plazo para los individuos y las sociedades. La clave 
para esto es establecer un conjunto de objetivos comunes 
y superpuestos entre los diferentes procesos de justicia 
transicional. A menudo se trata de abordar la exclusión y 
las causas profundas de los conflictos, así como de invertir 
en la capacidad institucional para mantener el progreso, 
teniendo en cuenta los nuevos desafíos mundiales, como 
las corrientes masivas de migración irregular y las pande-
mias de salud, polarización y movimientos sociales en to-
das las regiones.

Principales desafíos  
para la justicia transicional

E n la mayoría de los contextos en que se han lle-
vado a cabo procesos de justicia transicional, la 
falta de voluntad política sigue siendo el desafío 

más fundamental. En otros casos, los procesos están muy 
politizados, lo que da lugar a una visión negativa de la 
justicia transicional por parte de los principales interesa-
dos o sectores de la población. Estas situaciones pueden 
llevar a la frustración pública en situaciones donde ya hay 
una falta de confianza en el Estado. En contextos en los 
que los gobiernos están abiertos a los procesos de justi-
cia transicional, los países suelen estar plagados de otros 
problemas que inhiben el progreso, como la pobreza, la 
debilidad de las instituciones, la discriminación sistémica 
y la desigualdad entre los géneros. Esto puede dar lugar 
a problemas de asignación de recursos y a argumentos 
que exijan priorizar el desarrollo, sobre la base de la idea 
errónea de que la justicia transicional está estancada en 
el pasado mientras que el desarrollo está orientado hacia 
el futuro. 

Los objetivos transformadores de la justicia transicional 
requieren enfoques multidisciplinarios sostenidos duran-
te un período prolongado. El progreso no es lineal y a 
menudo no es evidente para las generaciones. Para las 
víctimas y sus familias –cuya calidad de vida depende ur-
gentemente de los resultados de los procesos de justicia 
transicional– esto puede parecer promesas incumplidas. 
Además, la coordinación y la colaboración entre sectores 
es más fácil de decir que de hacer, pero el éxito de la 
justicia transicional depende de ello. En el presente docu-
mento se señalan otros problemas.

https://www.un.org/ruleoflaw/blog/document/the-rule-of-law-and-transitional-justice-in-conflict-and-post-conflict-societies-report-of-the-secretary-general/
https://www.un.org/ruleoflaw/blog/document/the-rule-of-law-and-transitional-justice-in-conflict-and-post-conflict-societies-report-of-the-secretary-general/
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Justicia transicional y nexo  
humanitario-desarrollo-paz 

E l ámbito de la justicia transicional se encuentra en 
el nexo de varias esferas de trabajo diferentes –
desde el desarrollo hasta la consolidación de la 

paz y la asistencia humanitaria– y contribuye a la con-
secución de sus objetivos diferentes y complementarios. 
Recientemente, los socios humanitarios, de desarrollo 
y de consolidación de la paz han realizado esfuerzos 
concertados para trabajar juntos a fin de superar retos 
complejos. Tres acontecimientos recientes, cada uno con 
sus propios vínculos con la justicia transicional, han lle-
vado a esfuerzos más cohesivos en todo el sistema de 
las Naciones Unidas: la Agenda 2030 para el Desarrollo 
Sostenible, las resoluciones gemelas sobre el manteni-
miento de la paz y la Nueva Forma de Trabajar. 

La Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible adopta-
da por la Asamblea General de la ONU en 2015 articula 
un enfoque integral del desarrollo con 17 objetivos para 
las personas, el planeta y la prosperidad. El Objetivo de 
Desarrollo Sostenible (ODS) 16 ofrece un marco para ali-
near los esfuerzos de acceso a la justicia con la inclusión, 
los derechos humanos, la consolidación de la paz y la 
prevención de conflictos, en apoyo de los procesos na-
cionales que garanticen la reparación de las víctimas de 
violaciones graves de los derechos humanos y la preven-
ción de la repetición mediante procesos públicos de reco-
nocimiento del pasado. Además, el ODS 5 sobre igualdad 
de género, el ODS 10 sobre desigualdad y el ODS 4 sobre 
educación tienen importantes conexiones con la justicia 
transicional, incluso para la prevención de nuevos agra-
vios y la provisión de reparaciones. El ODS 17 sobre las 
asociaciones también es clave para establecer enfoques 
multidisciplinarios y de múltiples interesados en la justicia 
transicional. El principio de no dejar a nadie atrás también 
se hace eco del enfoque de la justicia transicional en el 
mejoramiento de las víctimas, que a menudo se encuen-
tran entre las más vulnerables.8 

En 2016, los Estados miembros aprobaron dos resolucio-
nes en la Asamblea General de las Naciones Unidas y el 
Consejo de Seguridad sobre el mantenimiento de la paz. 
En particular, el concepto de mantener la paz9 libera la 
consolidación de la paz de los confines de las situacio-
nes posteriores a los conflictos y es universalmente apli-
cable, ya que no solo está asociada con Estados frágiles. 

El mantenimiento de la paz hace hincapié en abordar las 
causas profundas de los conflictos y en emprender una 
prevención amplia de las crisis ambientales, económicas 
y humanitarias. La Asamblea General y el Consejo de 
Seguridad también hicieron hincapié en la importancia de 
la inclusión para el mantenimiento de la paz, exhortando 
específicamente a la participación y el liderazgo signifi-
cativos de las mujeres y los jóvenes en los esfuerzos de 
consolidación de la paz. Las dos resoluciones también 
dejan claro que los esfuerzos para mantener la paz de-
ben involucrar a todos los actores de los pilares de las 
Naciones Unidas, en lugar de solo a los profesionales de 
la consolidación de la paz. Esta comprensión más amplia 
y no lineal de lo que se necesita para que las personas 
experimenten la paz es coherente con el enfoque de la 
justicia transicional para promover la verdad, la rendición 
de cuentas y la no repetición. 

La Nueva Forma de Trabajar acordada en la Cumbre 
Humanitaria Mundial de 2016 estableció que se espera 
que varios actores trabajen hacia “resultados colectivos” 
que reduzcan el riesgo y la vulnerabilidad y sirvan como 
cuotas para el logro de la Agenda 2030. Estos resulta-
dos colectivos se definirán conjuntamente, en función del 
contexto y sobre la base de la ventaja comparativa de los 
distintos socios. Se hace hincapié en la realización de aná-
lisis conjuntos y el fortalecimiento de las capacidades na-
cionales y locales. La Nueva Forma de Trabajar reitera la 
importancia de la acción humanitaria basada en principios 
y, al mismo tiempo, subraya que ello no debe obstaculizar 
la colaboración. Para la justicia transicional, el principio de 
“no hacer daño” que requiere que los actores internacio-
nales prevengan y mitiguen cualquier impacto negativo 
de sus acciones y el compromiso de emplear enfoques 
basados en derechos, basados en la comunidad y cen-
trados en los sobrevivientes son esenciales, así como lo 
son para las intervenciones humanitarias. Además, dado 
que las crisis prolongadas son cada vez más frecuentes, 
es posible que los actores humanitarios y de justicia tran-
sicional trabajen con más frecuencia en los mismos con-
textos, donde es fundamental establecer un vínculo entre 
el socorro inmediato y las reparaciones a más largo plazo 
y las reformas sectoriales. 

https://sdgs.un.org/2030agenda
https://www.unocha.org/sites/unocha/files/NWOW%20Booklet%20low%20res.002_0.pdf
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Enfoque de 
desarrollo del 
PNUD respecto 
de la justicia 
transicional

CAPÍTULO DOS 
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“
El desarrollo humano es un proceso de 
ampliación de las opciones de las personas. 
Las más importantes son llevar una vida larga 
y saludable, recibir educación y disfrutar de 
un nivel de vida decente. Otras opciones son 
la libertad política, los derechos humanos 
garantizados y la autoestima. „
– Informe sobre Desarrollo Humano, PNUD, 199010

B asado en el concepto de desarrollo humano y 
guiado por la Agenda 2030 para el Desarrollo 
Sostenible, las resoluciones gemelas para el 

mantenimiento de la paz y la Nueva Forma de Trabajar, el 
enfoque de la justicia transicional adoptado por el PNUD 
en materia de desarrollo no solo tiene por objeto abordar 
los agravios del pasado, sino también sentar las bases de 
un futuro pacífico y sostenible.  

Un aspecto clave de este enfoque es la conexión de me-
canismos especiales y especiales de justicia transicional 
con instituciones estatales más permanentes y esfuerzos 
de reforma para crear capacidades locales y crear un 
entorno propicio para el cambio transformador. El PNUD 
coloca a las personas y sus necesidades, barreras y for-
talezas únicas en el centro de nuestro pensamiento para 
que no perdamos oportunidades importantes de abordar 
las desigualdades y ayudar a construir sociedades más 
pacíficas, justas e inclusivas a través de nuestros progra-
mas de justicia transicional. El empleo de enfoques de la 
justicia transicional basados en los derechos que tengan 
en cuenta el género, la edad y los conflictos es esencial 
para alcanzar estos objetivos más amplios.

El PNUD también se ha comprometido a trabajar de con-
suno con nuestros socios de las Naciones Unidas y a for-
jar asociaciones con los interesados locales para prestar 
apoyo a la justicia transicional. Los grupos de víctimas 
y las organizaciones de la sociedad civil (OSC) son de 

particular importancia para asegurar que nuestra asisten-
cia esté centrada en las víctimas, reconociendo que las 
víctimas no son un grupo monolítico y tienen experien-
cias, percepciones y necesidades variadas.

Junto con los programas de justicia transicional, el PNUD 
presta un apoyo más amplio al desarrollo para reducir las 
desigualdades, proteger los derechos humanos y desa-
rrollar una gobernanza inclusiva para que los países pue-
dan mantener el progreso y cumplir las promesas de no 
reincidencia una vez que los procesos de justicia transi-
cional hayan llegado a su fin. Algunas esferas clave de 
la programación son la participación política, la creación 
de instituciones, la seguridad comunitaria, los sistemas de 
derechos humanos, el acceso a la justicia y la justicia de 
género.

Con una presencia de larga data en más de 150 países y 
territorios, el PNUD proporciona una comprensión única 
del contexto local, incluida la capacidad de las institucio-
nes y los conocimientos de los principales agentes e inte-
resados. Cuando estalla un conflicto o una crisis, el PNUD 
a menudo ya está sobre el terreno prestando asistencia 
y mantiene su apoyo mucho después de que haya dismi-
nuido. Esta experiencia en el país permite al PNUD prestar 
apoyo informado y sostenible a los procesos de justicia 
transicional. 
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Además, el PNUD presta regularmente asistencia técni-
ca para el establecimiento de planes nacionales de de-
sarrollo y otros marcos y exámenes estratégicos a largo 
plazo (objetivos de desarrollo sostenible, documentos de 
estrategia de lucha contra la pobreza, exámenes periódi-
cos universales, etc.). Cuando proceda, el PNUD también 
puede facilitar la integración de las medidas de justicia 
transicional en esos marcos, lo que puede fortalecer la 
aceptación, la coherencia y la coordinación entre los sec-
tores y racionalizar los recursos del presupuesto nacional.

En el presente documento se analiza más a fondo el en-
foque del PNUD en materia de desarrollo de la justicia 
transicional, destacando los problemas y los logros en la 
puesta en práctica del apoyo a los procesos de justicia 
transicional en contextos complejos para apoyar la con-
solidación de la paz, los derechos humanos y los resulta-
dos en materia de desarrollo. Aunque no es exhaustivo, 
el presente documento tiene por objeto poner de relie-
ve los diferentes tipos de apoyo que el PNUD ha venido 
prestando en las distintas esferas que se mencionan a 

continuación, así como para identificar algunas prácticas y 
lecciones aprendidas que puedan ser útiles a considerar 
a medida que los profesionales tratan de adaptar y avan-
zar los procesos de justicia transicional dentro de sus di-
ferentes contextos locales.

En el documento se hace un balance de los desafíos, los 
éxitos y las lecciones aprendidas por el PNUD en ocho 
esferas principales de trabajo de los procesos de justicia 
transicional: participación de las víctimas, procesos par-
ticipativos y apropiación; procesos de verdad, creación 
de instituciones para promover la rendición de cuentas, 
programas de reparación, fortalecimiento del estado de 
derecho y de los derechos humanos para apoyar las ga-
rantías de no repetición; vincular la justicia transicional 
con el desarme, la desmovilización y la reintegración, la 
prevención de conflictos y el mantenimiento de la paz. A 
lo largo del documento, se ponen de relieve ejemplos de 
diferentes países y territorios, que ilustran las necesida-
des y los enfoques singulares de la justicia transicional en 
cada contexto.11
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de trabajo

CAPÍTULO TRES
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Participación  
de las víctimas  

AREA DE TRABAJO 1

Las víctimas han desempeñado durante mucho tiempo un 
papel fundamental en los procesos de justicia transicio-
nal. Como argumentó Juan Méndez, Relator Especial de 
la ONU sobre la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, 
Inhumanos y Degradantes, “Las víctimas y sobrevivientes 
estuvieron, por supuesto, presentes y activos al comien-
zo de este notable movimiento”. Ellos “se convirtieron en 
protagonistas prominentes” y, por lo tanto, hoy deben 
participar “en el diseño y la ejecución de todos los pro-
gramas”. La participación de las víctimas es “una norma 
bien establecida” y una “vara de medir” para la eficacia y 
el éxito de los programas de justicia transicional. La12 Guía 
de orientación de 2010 del Secretario General sobre el 
enfoque de las Naciones Unidas respecto de la justicia 
transicional también confirma la necesidad de asegurar 

que las víctimas ocupen un lugar central en el diseño y la 
aplicación de los procesos y mecanismos de justicia tran-
sicional, incluidos los supervivientes de delitos sexuales 
y de la violencia sexual basada en el género (VSBG). En 
todos los esfuerzos, debe respetarse la dignidad de las 
víctimas, incluso mediante el reconocimiento de las vícti-
mas, la reparación individual y colectiva, el apoyo psico-
social, la asistencia jurídica y el apoyo a las organizacio-
nes de base que proporcionan información, orientación 
y acompañamiento a las víctimas. Además de garantizar 
una participación significativa de las víctimas en todas las 
fases del proceso de justicia transicional, el PNUD adopta 
un enfoque centrado en las personas para apoyar a las 
familias y comunidades de las víctimas indirectamente 
afectadas por las violaciones.13

https://academic.oup.com/ijtj/article/10/1/1/2356896
https://www.un.org/ruleoflaw/files/TJ_Guidance_Note_March_2010FINAL.pdf
https://www.un.org/ruleoflaw/files/TJ_Guidance_Note_March_2010FINAL.pdf
https://www.un.org/ruleoflaw/files/TJ_Guidance_Note_March_2010FINAL.pdf
https://www.un.org/ruleoflaw/files/TJ_Guidance_Note_March_2010FINAL.pdf
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Identificación de las víctimas  
y asegurar su representación 

L as primeras cuestiones críticas relacionadas con 
la prestación de apoyo a las víctimas se refieren a 
la capacidad y competencia para determinar quié-

nes son las víctimas. Particularmente en situaciones de 
conflicto armado, las ambigüedades, las jerarquías y las 
consecuencias de largos períodos de victimización pue-
den servir para hacer realidad, impedir o cooptar la voz 
y el papel de las víctimas de manera que se profundi-
cen las divisiones sociales y se pueda aumentar la vul-
nerabilidad de las víctimas. Las propias víctimas también 
pueden conservar distintas percepciones sobre el hecho 
de la victimización, incluido el rechazo de la condición 
de víctima y la aceptación de la autoidentificación como 
supervivientes u otras categorías sociales. Por otra parte, 
es posible que las víctimas no deseen ser identificadas 
de manera especial para ser tratadas en pie de igualdad 
con los demás ciudadanos, y soliciten ante todo la re-
habilitación y el restablecimiento de sus derechos como 
ciudadanos. Además,14,15 es posible que aquellas víctimas 
más visibles o vocales no sean necesariamente las más 
necesitadas a priori. 

Un enfoque coordinado de la justicia transicional requiere 
un análisis sobre qué grupos de víctimas ya se encuen-
tran recibiendo apoyo a través de diversas intervenciones 
y qué grupos de víctimas podrían estar faltando. Algunos 
ejemplos de esos grupos faltantes podrían ser las vícti-
mas de violencia sexual basada en género, incluidos los 
hombres y los niños; las personas con discapacidad; los 
niños víctimas; miembros de grupos indígenas, y perso-
nas lesbianas, gais, bisexuales, transgénero e intersexua-
les (LGBTQI+). En algunos contextos, también puede ser 
más difícil identificar e incluir a las personas que han ex-
perimentado violaciones de sus derechos sociales y cul-
turales –como las violaciones del derecho a la salud o a 
la educación– frente a las violaciones civiles y políticas, a 
menudo mermando la adecuada participación de las mu-
jeres, los jóvenes y los niños en los procesos de justicia 
transicional. Incluso en el caso de los enfoques “de abajo 
hacia arriba”, en que las víctimas son el punto de partida 
para determinar la victimización y los tipos de víctimas, 
igualmente debe determinarse la representatividad de las 
víctimas que reclaman la victimización. Este proceso es 
complejo y se han utilizado muchos enfoques diferentes. 

“
Un enfoque coordinado de la 
justicia transicional requiere 
un análisis sobre qué grupos 
de víctimas ya se encuentran 
recibiendo apoyo a través de 
diversas intervenciones y qué 
grupos de víctimas podrían 
estar faltando „
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En Guatemala, el Programa de Acompañamiento a la 
Justicia Transicional (PAJUST) del PNUD apoyó el proceso 
de recuperación y preservación de millones de documen-
tos del Archivo Histórico de la Policía Nacional (AHPN), 
bajo la tutela del Archivo General de Centroamérica 
(AGCA) del Ministerio de Cultura (MICUDE). Sobre la base 
de las normas internacionales, el PNUD ha contribuido 
durante más de 13 años a la recuperación y digitalización 
de 25 millones de páginas de documentos de la AHPN. 
En 2005, este archivo fue fortuitamente ubicado en pa-
quetes apilados a lo largo de los pasillos de una instala-
ción policial abandonada. Hoy en día, es el archivo más 
grande de su clase en América Latina y representa un re-
curso documental decisivo para aprender la verdad, pre-
servar la memoria histórica y el progreso de la justicia. La 
información es accesible al público y ha demostrado un 

gran interés para las víctimas y sus familias, fiscales, OSC, 
instituciones académicas y de investigación nacionales e 
internacionales, entre otros.

Cada proceso de justicia transicional y cada contexto na-
cional requiere la adaptación y la selección de los ins-
trumentos disponibles que garanticen la representación 
de las víctimas en la medida de lo posible, y la atención 
específica a las cuestiones de género y edad. Los actores 
que trabajan en el desarrollo pueden fortalecer y coor-
dinar esos esfuerzos, facilitar el acceso a los recursos y 
fomentar la capacidad de los observadores locales de los 
derechos humanos para reunir datos fidedignos, repre-
sentativos de toda la población y del universo de las víc-
timas, que puedan utilizarse en los procesos de justicia 
transicional.19

Nepal 
 
Un enfoque innovador para 
procesos inclusivos de 
representación para las víctimas

Al examinar las desapariciones en Nepal, Simon Robins 
trató de reducir la representación sesgada de la metodo-
logía de autoselección al invitar a las víctimas a reunirse 
empleando los datos y el marco de muestras más comple-
tos y viables disponibles en ese contexto, que era una lista 
publicada recientemente por el Comité Internacional de la 
Cruz Roja que incluía 1227 personas declaradas desapare-
cidas por sus familias. Luego, seleccionó a las familias in-
formantes para que participaran, controlando la geografía, 
la etnia y el grupo perpetrador. Otras organizaciones no 
gubernamentales e internacionales, como Human Rights 
Watch y Amnistía Internacional, también participan en pro-
cesos de elaboración de mapas de conflictos y de víctimas 
que documentan crímenes y violaciones internacionales.16 

La ONU también ha empleado este enfoque en muchos 
contextos, incluso en la República Centroafricana (RCA) 
en 2017, donde la Oficina del Alto Comisionado de las 
Naciones Unidas para los Derechos Humanos (ACNUDH), 
el PNUD y la Misión Multidimensional Integrada de 

Estabilización de las Naciones Unidas en la República 
Centroafricana (MINUSCA) llevaron a cabo una cartogra-
fía de los derechos humanos en la que se documenta-
ron 620 violaciones de los derechos humanos durante 
13 años de conflicto e informaron sobre la estrategia de 
enjuiciamiento de los tribunales penales especiales.17 

Las listas exhaustivas de violaciones cometidas durante un 
conflicto armado son escasas, y el registro de las causas 
de muerte junto con los datos censales varía de un país a 
otro y es particularmente deficiente en los países menos 
adelantados que experimentan conflictos armados de ma-
nera desproporcionada. Con frecuencia, se utilizan “mues-
tras de conveniencia” identificadas a través de redes 
personales, instituciones existentes o encuestados que 
pueden seleccionarse a sí mismos. En tales situaciones, el 
uso de la Estimación de Sistemas Múltiples es un enfoque 
alternativo que mejora la aleatoriedad y la representativi-
dad mediante la triangulación de múltiples conjuntos de 
datos, controlando así las muestras de conveniencia.18
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Participación de las víctimas 

A pesar de la creciente importancia que se da a 
la idea de la centralidad de las víctimas en los 
procesos de justicia transicional, el término “víc-

tima” todavía puede tener connotaciones pasivas que 
afectan la eficacia de los procesos de justicia transicional. 
Por lo tanto, es imperativo reconocer expresamente el 
papel de las víctimas y lograr que participen activamente 
en los procesos de justicia transicional.

Los procesos de participación de las víctimas también de-
ben invertir en iniciativas de integración social que abor-
den las desigualdades históricas, incluida la desigualdad 

de género, y que promuevan el desarrollo inclusivo, la paz 
y la seguridad. El aislamiento de las víctimas de su comu-
nidad, el propio Estado y otras víctimas –factor que puede 
ser particularmente profundo para las víctimas de viola-
ciones asociadas con el estigma social, como violencia 
sexual– puede disminuir en gran medida su capacidad de 
defender sus derechos y sus perspectivas sobre cómo se 
organiza la sociedad y la forma en que la sociedad podría 
superar los episodios de crímenes internacionales fun-
damentales. Permitir que los distintos grupos de víctimas 
interactúen de manera constructiva, establezcan redes, 
se identifiquen mutuamente y encuentren solidaridad, en 

Colombia 
 
Apoyo a la representación de 
las víctimas bajo la Jurisdicción 
Especial para la Paz

El PNUD ha apoyado la representación judicial individual 
y colectiva de las víctimas en todos los macrocasos abier-
tos por la Jurisdicción Especial para la Paz (JEP), incluidos 
los casos de secuestros, reclutamiento forzoso de niños 
soldados, ejecuciones extrajudiciales, y otras violaciones 
graves de los derechos humanos.  

También se ha prestado asistencia a la aplicación de me-
didas de protección individual y colectiva a los participan-
tes en la JEP (víctimas, testigos y acusados) a fin de pro-
porcionar salvaguardias de seguridad en un contexto de 
amenazas constantes. 

El apoyo del PNUD a la Comisión de la Verdad permitió 
desplegar al equipo técnico básico seis meses antes del 
lanzamiento oficial en noviembre de 2018, lo que permi-
tió la planificación estratégica, el desarrollo de directrices 
metodológicas y operacionales, y la realización de más de 
40 eventos en todo el país para dar a conocer el mandato 

y los servicios de la Comisión. También se prestó asisten-
cia a las víctimas del conflicto para que participaran en las 
audiencias y documentaran sus testimonios para el infor-
me final de la Comisión de la Verdad.

El PNUD también apoyó la creación de la Unidad de 
Búsqueda de Personas dadas por Desaparecidas, que se 
encargará de la búsqueda humanitaria, la localización, la 
identificación y la entrega digna de los cadáveres. Esto 
incluye asistencia técnica para la elaboración de su de-
creto reglamentario, apoyo a los planes de gobernanza 
que permitan a las víctimas participar en el proceso de 
identificación y búsqueda, y apoyo al despliegue territo-
rial de la Unidad; instrumental para proporcionar aseso-
ramiento y otro tipo de apoyo a más de 12.400 personas 
en Colombia.
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base a la realización de los derechos de las víctimas, pue-
de contribuir a la cohesión social, la coexistencia pacífica 
y la reconciliación intercomunitaria. Esto también puede 
ayudar al objetivo central de las iniciativas de consolida-
ción de la paz de las Naciones Unidas: permitir una solu-
ción política equitativa e inclusiva para resolver, recupe-
rarse y prevenir nuevos conflictos.20 

Las aspiraciones y demandas de las víctimas son difíciles 
de determinar a un nivel macro. Son intrínsecamente sub-
jetivas y es probable que varíen entre los grupos de vícti-
mas y dentro de ellos, y que existan diferencias entre las 
líneas políticas, étnicas, raciales, religiosas y de género. 
Por lo tanto, la participación de las víctimas es indispensa-
ble para comprender la naturaleza de las necesidades y 
demandas de las víctimas, así como para diseñar métodos 
de investigación que permitan interactuar con las víctimas 
a fin de determinar sus preferencias. 

A este respecto, el informe del Relator Especial 
sobre la promoción de la verdad, la justicia, la re-
paración y las garantías de no repetición aporta 
argumentos importantes para considerar la par-
ticipación de las víctimas, más allá del valor que 
implican en términos de aportar información, sino 
más bien considerando su participación como una 
medida de reconocimiento y empoderamiento de 
las víctimas, contribuir a hacer de las víctimas una 
parte activa de la esfera pública y permitir la iden-
tificación de experiencias, valores y principios co-
munes entre los diferentes tipos de víctimas. Sin 
embargo, la preparación para mantener la partici-
pación de las víctimas es esencial, ya que la21 par-
ticipación de las víctimas es un proceso y no una 
actividad aislada. Los actores que trabajan en el 
desarrollo pueden apoyar mediante el desarrollo 
de capacidades, la sensibilización y la creación de 
espacios seguros para el diálogo y el debate, en 
particular para las mujeres, los jóvenes y los gru-
pos marginados. 

Además, los procesos de justicia transicional deben re-
conocer que la participación requiere que las víctimas 
utilicen un tiempo que originalmente dedican a trabajar 
o a cumplir otras responsabilidades, incluido el trabajo 
doméstico o de cuidado no remunerado. Por lo tanto, es 
necesario tener en cuenta los arreglos logísticos, inclui-
dos el transporte y el cuidado de los niños. Además, el 
apoyo financiero y de otro tipo para asegurar una debida 
participación, que puede ser un tema delicado, debe con-
siderarse y abordarse de una manera apropiada dentro 
de la cultura y el contexto locales. 

Las necesidades de seguridad y psicosociales también 
son consideraciones sumamente importantes para la par-
ticipación de las víctimas y se debe prestar atención para 
garantizar que los servicios prestados tengan en cuenta 
las cuestiones de género. Por ejemplo, en Sri Lanka, du-
rante un proceso de consulta nacional que se llevó a cabo 
en 2016 con el fin de reunir información para el diseño 
del proceso de justicia transicional del país, la Comisión 
Nacional de Derechos Humanos ofreció protección a las 
y los participantes. 

En las reuniones se facilitó asesoramiento e información 
sobre los servicios de apoyo a los que se podía acceder 
en otros lugares, incluidas las vías de derivación de casos 
y consultas. Sin embargo, este tipo de medidas puede no 
ser adecuado en todos los contextos. Cuando los riesgos 
para la participación de las víctimas sean importantes, 
debe crearse un espacio para la participación anónima. 

Otro problema que se percibe con la participación de las 
víctimas es el relativo a la creación de consensos. Sin em-
bargo, puede ser poco realista tener esto como objetivo 
puntual considerando que las víctimas no son un grupo 
monolítico y, por lo tanto, no se debe esperar que estas 
hablen con una voz unificada. Si bien se pueden promo-
ver programas comunes, que pueden ser necesarios de-
bido a la escasez de recursos, la transparencia sobre las 
discrepancias en los puntos de vista de los grupos de víc-
timas es muy importante. 
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APOYO PSICOSOCIAL

Con demasiada frecuencia, el apoyo psico-
social ha sido un pensamiento posterior pen-
sado más bien para alentar la participación 
de las víctimas en los procesos de justicia 
transicional, pero importantes experiencias 
en Bosnia-Herzegovina, Colombia, Sierra 

Leona, Croacia, Guatemala y la República Democrática 
del Congo (RDC) ejemplifican la necesidad de incorporar 
inicialmente el apoyo psicosocial en los procesos de justi-
cia transicional, en particular en los esfuerzos por abordar 
los delitos más estigmatizados, como la violencia sexual 
basada en género. Se debe capacitar al personal de los 
mecanismos de justicia transicional para que sea sensible 
desde el punto de vista psicosocial, en particular en los 
casos en que el riesgo potencial de que vuelva a produ-
cirse un traumatismo sea elevado, así como en enfoques 
que tengan en cuenta el género y la edad. Los horarios 
y lugares de reunión deben ser sensibles a la seguridad 
psicosocial y física de las víctimas. Personas de confianza 
deben ser designadas como intermediarias. Debido a la 
necesidad de tener conocimientos locales, etnoculturales 
y participación de las bases, además de la cuestión de 
confianza, los agentes de la sociedad civil suelen ser más 
idóneos intermediarios que los actores gubernamentales. 
Además, también se puede prestar apoyo psicosocial a 
nivel comunitario como una forma de recuperación y em-
poderamiento de la comunidad. El apoyo entre pares y 
la construcción de la comunidad es una parte vital de la 
curación. La vinculación de los proveedores de atención 
de salud mental con las redes de apoyo psicosocial tam-
bién puede garantizar que se aborden estrategias de su-
pervivencia negativas. El consenso mundial de principios 
y normas mínimas sobre trabajo psicosocial en procesos 
de búsqueda e investigaciones forenses para casos de 

desapariciones forzadas, ejecuciones arbitrarias o extra-
judiciales es un recurso fundamental para los profesiona-
les de esta esfera temática.22 El PNUD ha prestado apoyo 
a la atención integral de las víctimas de la violencia se-
xual basada en género en la República Democrática del 
Congo mediante “centros de atención integral”, que in-
cluyen atención médica y psicosocial, así como clínicas 
de asistencia jurídica en la República Centroafricana, que 
incluyen abogados, asistentes jurídicos y asistencia psico-
social. Los centros también sirven como mecanismo clave 
de remisión y seguimiento a los tribunales.

APOYO A LAS VÍCTIMAS Y PROTECCIÓN  
DE LOS TESTIGOS

Las amenazas a las víctimas y los testigos que 
participan en los procesos de justicia transi-
cional, incluidos aquellos que se perciben que 
participan, suelen ser graves en entornos de 
transición frágiles.23 El fortalecimiento de la 
capacidad institucional para proteger adecua-

damente a los testigos y las víctimas teniendo en cuenta 
el género y la edad puede desempeñar un papel impor-
tante en el fomento de la confianza en el Estado.24 La ca-
pacidad de investigación y la competencia para realizar 
investigaciones discretas son importantes. Esto requiere 
personal capacitado y familiarizado con la cultura y el 
lenguaje del entorno en el que operan, así como con las 
sensibilidades pertinentes en la investigación de casos de 
violencia sexual basada en el género. El personal debe 
ser capaz de iniciar y mantener contacto con las víctimas 
de una manera que establezca y mantenga su anonima-
to. El PNUD ha apoyado medidas de apoyo a testigos en 
juicios, incluidas causas ante tribunales de crímenes de 

Apoyo centrado en las víctimas y las personas

L as víctimas y sus familias suelen pertenecer a las 
comunidades más desfavorecidas y se enfrentan 
a una continua marginación debido a problemas 

sistémicos no resueltos. Como tal, la reparación a las 
víctimas debe ir acompañada de esfuerzos para empo-
derarlas y atender a sus necesidades básicas y de bien-
estar. Además, sus familias (a menudo, mujeres cabezas 
de familia) y las comunidades que han sufrido las conse-
cuencias directas e indirectas de las violaciones deben 

recibir apoyo para lograr lo que habrían podido lograr si 
el conflicto no hubiera tenido lugar, o mejor aún, para que 
se les otorgue una mayor igualdad a fin de garantizar la 
no repetición de las violaciones sufridas. A continuación 
se detallan algunos ejemplos de los tipos de apoyo que 
se ofrecen para promover los derechos de las víctimas y 
el acceso a la justicia, la verdad y la reparación, así como 
para mejorar la vida de sus familias y comunidades.

ohttp://www.pauperez.cat/wp-content/plugins/download-attachments/includes/download.php?id=3865
ohttp://www.pauperez.cat/wp-content/plugins/download-attachments/includes/download.php?id=3865
ohttp://www.pauperez.cat/wp-content/plugins/download-attachments/includes/download.php?id=3865
ohttp://www.pauperez.cat/wp-content/plugins/download-attachments/includes/download.php?id=3865
ohttp://www.pauperez.cat/wp-content/plugins/download-attachments/includes/download.php?id=3865
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guerra en25 Bosnia-Herzegovina, Croacia y Serbia. En Sri 
Lanka, el PNUD también ha prestado apoyo técnico a la 
Autoridad de Protección de Víctimas y Testigos estableci-
da en 2016.

AMPLIACIÓN DEL ACCESO A LA JUSTICIA

La justicia para las víctimas es un objetivo 
complementario común de los procesos de 
justicia transicional y es esencial para lograr 
los objetivos de desarrollo y consolidación 
de la paz a largo plazo. Las víctimas están 

casi siempre desproporcionadamente representadas en 
los grupos vulnerables y, por lo tanto, se requiere de un 
“un enfoque holístico del acceso a la justicia que aborde 
las consecuencias físicas, psicológicas y socioeconómicas 
más amplias de las violaciones”.26 Es importante señalar 
que los efectos de los conflictos y la continua marginación 
no afectan solo a las víctimas de los principales delitos 
internacionales y que el apoyo a las víctimas debe estar 
conectado con un acceso más amplio a los programas de 
justicia, en particular para las comunidades en las que re-
siden. Las mujeres se enfrentan a obstáculos particulares 
para acceder a la justicia, que requieren de una respuesta 
adaptada. Por ejemplo, en la República Centroafricana, los 
esfuerzos conjuntos del PNUD, MINUSCA y el Equipo de 
Expertos para apoyar a las víctimas de la violencia sexual 
relacionada con los conflictos se coordinan estrechamen-
te con el programa más amplio sobre el Estado de dere-
cho y la reforma del sector de la justicia y la seguridad, y 
específicamente para prevenir y responder a la violencia 
sexual y por razón de género a través de la Unidad Mixta 
de Intervención Rápida y Represión de la Violencia Sexual 
contra Mujeres y Niños (UMIRR) establecida en 2017.27

En muchos países que sufren una grave falta de recursos, 
el acceso a la justicia es desigual y las víctimas de zonas 
remotas no pueden reclamar sus derechos. La progra-
mación del PNUD apoya diversos enfoques para ampliar 
el alcance de los servicios de justicia, incluso mediante 
intervenciones móviles (p. ej., clínicas jurídicas móviles, 
investigaciones móviles, tribunales móviles), poniendo 
recursos y servicios a disposición en los idiomas locales, 
la construcción de nuevos tribunales e instituciones judi-
ciales y la formación de personal, y el refuerzo de las co-
nexiones entre los sistemas de justicia formal e informal. 
En los lugares donde se establecen nuevas instituciones, 
es importante involucrar a la población en el proceso y 
posteriormente capacitarla, para que pueda adaptarse al 
nuevo contexto debido a los cambios que se implemen-
tan. En Darfur, el PNUD y la Operación Híbrida de la Unión 

Africana y las Naciones Unidas en Darfur, por medio del 
Punto focal Global del Estado de derecho (Global Focal 
Point), se han centrado en la creación de un entendimien-
to común de la cadena de justicia (informal y formal) y de 
sus respectivas funciones entre los socios nacionales. Y 
en 2018, se restablecieron los tribunales rurales tradicio-
nales como la forma más rápida y eficaz de ampliar el ac-
ceso a la justicia en todo Darfur.

ASISTENCIA JURÍDICA Y SENSIBILIZACIÓN  
EN TEMAS JURÍDICOS

La asistencia jurídica a las víctimas puede 
adoptar muchas formas, como asesora-
miento jurídico, litigios estratégicos, presen-
tación de denuncias o participación como 
partes civiles, capacitación y prestación de 
asistencia jurídica o representación jurídi-

ca. A menudo también es necesario realizar actividades de 
sensibilización sobre los derechos básicos y los recursos 
jurídicos de que disponen las víctimas, lo que puede dar 
lugar a un aumento de las denuncias de violaciones, contri-
buyendo a una cultura del estado de derecho. La creación 
de conciencia y la organización de sesiones de información 
para las mujeres, así como para los dirigentes comunitarios 
y los jefes locales, a fin de cambiar el comportamiento, ha 
permitido reintegrar a las víctimas de delitos sexuales en 
comunidades en donde tradicionalmente estas son recha-
zadas, como demostró la clínica jurídica de Muganga, en la 
República Democrática del Congo.28

ASISTENCIA ECONÓMICA

La asistencia económica es importante para 
garantizar que las víctimas y sus familias 
puedan ser autosuficientes como parte de 
los esfuerzos más amplios para abordar las 
desigualdades económicas históricas. Se 

trata de una forma especialmente importante de apoyar el 
acceso a la justicia de quienes están excluidos del merca-
do laboral, especialmente las mujeres. Esto puede incluir 
el apoyo a los medios de subsistencia, incluida la micro-
financiación específica y los programas de regeneración 
económica, que han sido apoyados por el PNUD y ONU 
Mujeres en el este de la RDC29, entre otros países. Al mis-
mo tiempo, a menudo se necesita de una transformación 
económica más sistémica para asegurar que los países en 
transición puedan seguir progresando una vez que dismi-
nuya la asistencia externa. 
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VIVIENDA

Toda persona tiene derecho a una vivien-
da adecuada. Diversas circunstancias y 
políticas, si se carece de un enfoque mul-
tidimensional, pueden correr el riesgo de 
excluir a las víctimas de oportunidades de 
vivienda que se encuentran disponibles 

para otras personas, perjudicando aún más a las víctimas, 
a sus familiares y a las generaciones futuras. Por ejemplo, 

en los países donde las mujeres no tienen reconocidos 
legalmente derechos de propiedad, esto representa un 
problema importante para las mujeres que se convierten 
en cabezas de familia como resultado de una violación de 
los derechos humanos. Debe considerarse que las vícti-
mas pueden tener necesidades especiales relacionadas 
con la seguridad, la restitución y la reintegración que pue-
den ser apoyadas por programas de vivienda. 

Cuando en 2005 se promulgó el Plan Integral de 
Reparaciones para el Perú, este incluyó un programa es-
pecial de apoyo a la reconstrucción de viviendas rurales, 
apoyo a la regulación de los derechos de propiedad, asis-
tencia para el reasentamiento de personas desplazadas y 
su inclusión preferente en programas de vivienda pública, 
y asistencia técnica y financiera a las personas desplaza-
das que viven en viviendas provisionales o precarias para 
la autoconstrucción de la vivienda.30

Hasta la fecha, 4095 víctimas registradas han recibido 
alrededor de 31 millones de dólares del Programa de 
Techo Propio del Ministerio de Vivienda, Construcción 
y Saneamiento como parte de la aplicación del Plan 
Plurianual del Programa de Promoción y Facilitación del 
Acceso a la Vivienda para 2021.31 La asistencia para el 
desarrollo puede ayudar a garantizar que las recomen-
daciones de estos programas nacionales se apliquen 
plenamente.32

Perú 
 
Reparación con un enfoque 
centrado en las personas

EDUCACIÓN

La experiencia de las víctimas a menudo 
les impide obtener educación. Por ejem-
plo, los niños que han sido desplazados, 
han participado en hostilidades, han sufri-
do un embarazo u otro tipo de violencia 
sexual basada en género, o como resulta-

do sufren de alguna discapacidad, normalmente no se be-
nefician de una escolarización uniforme. En estos casos, 
se puede ofrecer a las víctimas oportunidades de poner-
se al día en su escolaridad, así como asistencia a las es-
cuelas para apoyar mejor a los estudiantes afectados por 

traumas. Además, debido a que la educación se ha utiliza-
do a menudo como un instrumento para preservar la des-
igualdad y la división, la justicia transicional puede ayudar 
a contextualizar la educación, documentar la historia de 
los abusos del pasado y promover la coexistencia pacífica 
para apoyar la no repetición. Por ejemplo, la Organización 
de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la 
Cultura (UNESCO) apoyó la reforma de los planes de es-
tudios para aplicar la educación para la paz, los derechos 
humanos y la ciudadanía en el sistema escolar de Liberia 
después de la guerra civil. 
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NECESIDADES MÉDICAS Y DE SALUD 

Las víctimas suelen tener necesidades 
médicas y de salud relacionadas con las 
violaciones que han sufrido. Debe prestar-
se un apoyo individualizado para satisfa-
cer esas necesidades no satisfechas. Por 
ejemplo, cirugías especializadas para las 

víctimas de violencia sexual basada en género, cirugías 
reconstructiva o plásticas, prótesis, atención clínica de 
emergencia después de violación sexual, incluidos sis-
temas de profilaxis después de la exposición física y 
métodos de anticoncepción de emergencia, y medica-
mentos antirretrovirales para las víctimas de violencia 
sexual basada en género que hayan contraído el VIH. 
Es importante también considerar que los profesionales 
de la salud también pueden haber sido parte del régi-
men violento y de los sistemas utilizados para afectar a 
víctimas de una comunidad en particular. Una cultura de 
rendición de cuentas es también un motor de la equi-
dad en materia de salud, por ello los procesos de justicia 
transicional deberían examinar las necesidades del sis-
tema de atención de la salud después del conflicto, así 

como el posible papel que ha desempeñado el sector de 
la salud en el conflicto. En Sierra Leona, la Comisión de 
la Verdad y la Reconciliación recomendó que se prestara 
atención de salud a las víctimas como parte del progra-
ma de reparaciones.33 Las víctimas de la guerra, inclui-
das las que padecían de una dolencia médica crónica y 
las mujeres gravemente heridas por la guerra, recibieron 
apoyo médico como parte del programa “Mejora de la 
protección social y rehabilitación de las víctimas de la 
guerra mediante reparaciones”. Cerca de 200 víctimas 
de violencia sexual recibieron asistencia médica, inclui-
da la cirugía de fístula. Sin embargo, los efectos de la in-
versión insuficiente en el sistema de salud de propiedad 
nacional después de la guerra civil afectaron la lucha del 
país contra el brote de ébola en 2013.34 Esto refuerza la 
necesidad de que la asistencia para el desarrollo se cen-
tre en el desarrollo de capacidades nacionales.35

“
Los procesos de justicia transicional 
deberían examinar las necesidades 
del sistema de atención de la salud 
después del conflicto, así como el 
posible papel que ha desempeñado el 
sector de la salud en el conflicto „
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Procesos 
participativos  
y apropiación

AREA DE TRABAJO 2

Los procesos de justicia transicional centrados en las 
víctimas dependen de una participación significativa. Sin 
embargo, la participación puede ser particularmente di-
fícil en situaciones de justicia retrasada, donde hay una 
confianza mínima entre el gobierno, las víctimas y la so-
ciedad civil. Además, puede ser difícil gestionar las expec-
tativas durante y después de los procesos participativos. 
Experiencia de la práctica del desarrollo, en particular en 
relación con el principio de “no hacer daño”, muestra que 
la planificación participativa, junto con la construcción y el 
mantenimiento de intercambio de información y bucles de 
retroalimentación o plataformas pueden servir para maxi-
mizar la transparencia, reconstruir la confianza y construir 
la propiedad local del proceso.
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Criterios para garantizar la participación  

L a multiplicidad de actores en los sectores políticos, 
de seguridad, de justicia y de derechos humanos, 
así como de los medios de comunicación y la so-

ciedad civil –incluidas las organizaciones dirigidas por 
mujeres y jóvenes, y los grupos de víctimas– deben estar 
representados mediante procesos participativos a fin de 
reflejar equitativamente la amplitud de los intereses. Hay 
que tener cuidado de que la participación no se convier-
ta en un simple ejercicio de marcar casillas, ya que los 
riesgos son especialmente graves para la credibilidad 
de los procesos de justicia transicional. La eficacia de los 
diversos enfoques de participación debe examinarse cui-
dadosamente, incluso por parte de las víctimas y de la 
propia sociedad civil, a fin de determinar el método más 
adecuado para el contexto.36

La participación en los procesos de justicia transicional 
debe garantizarse en todas las fases de diseño, aplica-
ción y supervisión. El hecho de no utilizar un análisis rigu-
roso del contexto para identificar e incluir a interesados 
importantes en todas estas fases es un fallo común de los 
procesos de justicia transicional. Tampoco es una tarea 
fácil, ya que la selección de los que deberían participar es 
compleja y entraña un riesgo para la legitimidad percibida 
de un proceso de justicia transicional y para la seguridad 
de sus participantes (tanto reales como percibidos).

El Informe del Departamento de Asuntos Económicos y 
Sociales de las Naciones Unidas titulado “Diálogo partici-
pativo: hacia una sociedad estable, segura y justa para to-
dos” sugiere adoptar una representación diagonal de gru-
pos para asegurar la representación a diferentes niveles 
dentro de un determinado grupo, por ejemplo, para incluir 
diferentes demografías y representación de actores con di-
ferentes niveles de poder político y económico dentro de 
varios grupos, en lugar de incluir únicamente a sus dirigen-
tes políticos. Este enfoque proporciona una representación 
plena de intereses y perspectivas que es crítica en situa-
ciones de transición, donde el liderazgo político puede ser 
vulnerable a la cooptación.37

La consulta, a nivel de grupo o individual, puede ser una 
herramienta clave para la participación efectiva si se dise-
ña y aplica apropiadamente. Cada vez se celebran más 
consultas nacionales antes de diseñar y poner en marcha 
los procesos de justicia transicional. Es necesario deter-
minar desde el comienzo de un proceso de justicia transi-
cional métodos para lograr una participación amplia, pres-
tando especial atención a la reducción de los obstáculos 
a la participación de los principales interesados, incluidas 

las mujeres, los jóvenes y los grupos marginados. En 38 
Sierra Leona, por ejemplo, en 1999, Naciones Unidas apo-
yó el proceso consultivo de organizaciones nacionales de 
derechos humanos sobre las formas de mecanismos de 
justicia transicional que se aplicarían, y estas consultas se 
consideraron esenciales, aunque se reconoció que las cir-
cunstancias imperantes impidieron celebrar una consulta 
nacional de mayor escala. Sin embargo, ha habido casos 
en que procesos promovidos por el gobierno y estable-
cidos con características de exclusión se modifican más 
adelante mediante procesos orgánicos promovidos por la 
comunidad. Por ejemplo, la exclusión de las mujeres de las 
conversaciones de paz de Juba de 2006 entre el gobierno 
ugandés y el Ejército de Resistencia del Señor hizo que 
las mujeres preguntaran: “¿Tiene que existir solo un foro 
de paz?”39,40 De este modo, las mujeres dirigentes organi-
zaron mesas de paz a nivel local en aldeas y distritos para 
contribuir al proceso de Juba y al posterior plan nacional 
de recuperación y desarrollo. Mediante el establecimiento 
de estas mesas de paz locales, las mujeres crearon una 
red de base que permitió el seguimiento cívico del com-
promiso del Gobierno con la aplicación y la representación 
de las mujeres en la política local y parlamentaria.41 

Otro factor clave que puede permitir o restringir la parti-
cipación es el tiempo, por ejemplo, la participación de las 
víctimas y la sociedad civil en la aplicación de la Ley de 
Justicia y Paz de 2005 y la Ley de Víctimas de 2011 en 
Colombia aumentó con el tiempo. La considerable dura-
ción del proceso de paz y las oportunidades de participa-
ción (en más de un decenio) permitieron que aumentara 
la capacidad cívica y de las víctimas y que su función sim-
bólica inicial en la formulación de políticas fuera más rele-
vante42 y sustantiva con el paso del tiempo, incluso como 
defensores del trato igualitario de las partes y en respecto 
de las conductas reglamentarias. Más de diez organismos 
gubernamentales participaron en el proceso consultivo 
que coordinó el PNUD en el marco de dos fondos fidu-
ciarios:43 Justicia y Convivencia. Desarrollaron focos de 
interés público en los procesos participativos, a menudo 
recurriendo al apoyo de agentes gubernamentales que 
antes formaban parte de OSC y tenían por tanto intereses 
normativos en la existencia de enfoques inclusivos. Esos 
agentes se vieron interesados en un proceso en el que 
los interesados directos (en particular las víctimas) parti-
ciparon en la formulación de políticas sobre temas de jus-
ticia transicional. El personal que trabajaba con las OSC, 
los grupos de víctimas y los organismos gubernamentales 
desarrolló narrativas e intereses compartidos entre los in-
teresados, reforzando aún más este enfoque.

https://www.un.org/esa/socdev/publications/prtcptry_dlg(full_version).pdf
https://www.un.org/esa/socdev/publications/prtcptry_dlg(full_version).pdf
https://www.un.org/esa/socdev/publications/prtcptry_dlg(full_version).pdf
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En 2006, como respuesta a la representación insuficiente 
de las mujeres en las negociaciones de paz, la Coalición 
de Mujeres por la Paz formó el movimiento Women’s 
Peace Caravan que llevó la antorcha de paz de las muje-
res del UNIFEM (ahora ONU Mujeres) de Kampala a través 
de Uganda hasta el lugar de las conversaciones de paz, en 
Juba, Sudán, como protesta social. 

Este acontecimiento dio lugar finalmente a las 
“Recomendaciones de la mujer sobre la desmovilización”, 
que incluían, entre otras, las siguientes recomendaciones: 

	→ Contratar observadoras militares para supervisar el 
proceso de selección de las fuerzas y los grupos ar-
mados relacionados con las mujeres.

	→ Asegurarse de que los lugares de acantonamiento 
sean amigables para las mujeres, que sean seguros 
y que brinden atención médica, cuidado infantil y 
capacitación.

	→ Establecer centros seguros para las mujeres y propor-
cionar servicios de salud y acceso a la educación so-
bre el terreno.

	→ Permitir que las mujeres combatientes informen a las 
trabajadoras sobre el terreno y capacitar a los trabaja-
dores de apoyo para que reconozcan y atiendan las 
necesidades de las mujeres. 

	→ Dar a las mujeres la opción de registrarse por separa-
do y obtener tarjetas de identificación separadas.

	→ Utilizar datos desglosados por género para determinar 
el perfil socioeconómico de los grupos.

	→ Asignar fondos especiales a las mujeres y prestar asis-
tencia financiera a las mujeres combatientes y asocia-
das por separado de sus familiares varones.

	→ Informar a las mujeres de los beneficios de que dispo-
nen y de sus derechos legales.

	→ Proteger a las mujeres de la violencia de género en las 
instalaciones y durante el transporte a casa.

	→ Reclutar y capacitar a mujeres excombatientes para 
ocupar puestos en la policía y las fuerzas de seguridad.

Este caso representa un buen ejemplo de participación 
de las mujeres a nivel nacional.44 

Uganda 
 
Justicia transicional  
y las mujeres como 
constructoras de la paz  
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Fortalecimiento de las capacidades  
de las partes interesadas

L a capacidad nacional y local para llevar a cabo un 
proceso de justicia transicional es esencial para 
fomentar la implicación plena e inclusiva de la po-

blación en el proceso y los resultados. Debido a esto, las 
actividades de generación de capacidades para las vícti-
mas, para las OSC y los agentes gubernamentales suelen 
ser las primeras intervenciones de los actores que traba-
jan en el desarrollo.45 

Desarrollar la capacidad de las partes interesadas re-
quiere una mayor comprensión de los principios y proce-
dimientos de la justicia transicional. Las víctimas suelen 
ser las que menos se consideran titulares de derechos y, 
como tales, debe prestarse especial atención al intercam-
bio de conocimientos entre los interesados y a la distribu-
ción amplia e inclusiva de la información.

El Relator Especial sobre la promoción de la verdad, la 
justicia, la reparación y las garantías de no repetición re-
conoce diferentes tipos de estrategias que se han utiliza-
do para mitigar los problemas de la disparidad de conoci-
mientos entre las víctimas y otras partes interesadas con 
experiencia profesional: 1) representación de las víctimas 
por parte de las OSC y 2) desarrollo de la capacidad de 
los representantes de las víctimas sobre estas cuestio-
nes. Sin embargo, otra línea de apoyo debe centrarse en 
3) amplios programas de divulgación para los grupos de 
víctimas sobre los objetivos generales y los procedimien-
tos estándar de las medidas de justicia transicional. Los 
programas de divulgación para las consultas comunitarias 
deberían dirigirse específicamente a las víctimas de las 
zonas remotas para fomentar la inclusión y una participa-
ción más eficaz. Puesto que uno de los objetivos de la 
participación de las víctimas es aprovechar las posibilida-
des de potenciación, la divulgación y el desarrollo de la 
capacidad deberían dirigirse en particular a las personas 
desfavorecidas, incluso dentro de las comunidades de 
víctimas. Estos esfuerzos ayudan a las víctimas a desarro-
llar la capacidad de participar en consultas de expertos y 
permiten que sus opiniones se reflejen en los procesos 
de adopción de decisiones.46,47

Cuando existen limitaciones insalvables en la capacidad 
de las víctimas y su potencial para mejorar sus conoci-
mientos dentro de un calendario de procesos estable-
cido, las OSC pueden desempeñar un papel clave para 
salvar las brechas. Debido a la necesidad de comprender 
las condiciones locales y la confianza entre los grupos, 
las OSC con fuertes vínculos de base son las más ade-
cuadas como intermediarias entre las comunidades de 
víctimas y los procesos de participación promovidas por 
el gobierno. Las OSC, en su calidad de representantes de 
las víctimas, deben estar presentes en todas las etapas 
para proporcionar información crucial sobre las vidas y 
necesidades de las víctimas a fin de informar el proceso 
de justicia transicional y proporcionar periódicamente in-
formación actualizada a los grupos de víctimas sobre la 
elaboración de políticas48 

El éxito de las OSC como representantes de las víctimas 
depende de la fuerza de las relaciones. Por ejemplo, las 
OSC pueden tener dificultades para garantizar la efica-
cia de su comunicación con los grupos de víctimas. Este 
es un aspecto crucial considerando que los objetivos de 
las OSC deben comprometerse con las prioridades y los 
principales desafíos a los que se enfrentan las víctimas 
para prevenir la revictimización. Otro problema es que las 
OSC que asumen la representación de las víctimas pue-
den retrasar el empoderamiento de las comunidades de 
víctimas para que se coordinen y hablen por sí mismas.

A fin de mitigar algunos de estos riesgos, las OSC debe-
rían rendir cuentas ante los sectores de víctimas que co-
rrespondan. Los grupos de víctimas que representan las 
OSC deben ser tratados como las principales partes inte-
resadas en sus programas, con una vigilancia y supervi-
sión designadas, entre otras funciones. Las OSC también 
deberían desempeñar un papel en el desarrollo de la ca-
pacidad técnica y operacional de los grupos de víctimas y 
contar con planes de sostenibilidad para transferirles gra-
dualmente las responsabilidades.
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Los ejercicios de formación para el desarrollo de capa-
cidades deberían ajustarse al contexto local y a las cir-
cunstancias específicas. Los proveedores de formación 
deberían evitar impartir módulos genéricos sin conocer 
a fondo las circunstancias locales y las necesidades de 
las víctimas. Algunas modalidades de cooperación Sur-
Sur y triangular pueden ser útiles para aportar conoci-
mientos y experiencia pertinentes en las que participen 
directamente las víctimas. Las víctimas de contextos na-
cionales o culturales similares, con una larga experiencia 

en la promoción de sus derechos y que han pasado por 
una trayectoria de aprendizaje similar en sus propias co-
munidades, podrían actuar como referentes, mentores e 
instructores. Esto puede promover la solidaridad interna-
cional en relación con los derechos de las víctimas y la 
creación de redes para el intercambio transnacional de 
conocimientos entre los grupos y las comunidades de víc-
timas. El PNUD organizó este tipo de encuentros entre las 
víctimas de Nepal y las víctimas de los Balcanes.

Condiciones adecuadas para  
la seguridad de los participantes

L a protección de los participantes y los defensores 
de los derechos humanos es fundamental en todo 
el proceso de justicia transicional, incluso duran-

te las consultas, las actividades de movilización de las 
víctimas y del público y los procedimientos de verdad y 
justicia. El nivel de amenaza a la seguridad física y psico-
lógica de los participantes debe servir de base para deci-
dir el momento, el tipo, el diseño y la implementación de 
los diversos procesos. Las OSC pueden desempeñar un 
papel clave a la hora de evaluar la dinámica y las amena-
zas que se plantean a los participantes. También pueden 
ayudar a iniciar un debate público sobre posibles amena-
zas y sensibilizar a los posibles participantes. Los actores 
del desarrollo que han estado presentes en el contexto 

durante mucho tiempo también pueden ayudar a las OSC 
a determinar el nivel de amenaza y aumentar su capaci-
dad para gestionarla y mitigarla. 

Si existen importantes riesgos para la seguridad de los 
participantes, el enfoque más prudente desde el punto 
de vista financiero y menos perturbador para permitir la 
participación cívica es mantener el anonimato de los par-
ticipantes. En este caso, debe analizarse la capacidad de 
los organizadores para proteger las identidades de los 
participantes y, a continuación, comunicarla a los partici-
pantes potenciales. Esto ayudará a aumentar la transpa-
rencia, así como a desarrollar y mantener la participación.

“
Construir la capacidad de las 
partes interesadas requiere 
una mayor comprensión de los 
principios y procedimientos de 
la justicia transicional „
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Participación de la sociedad civil 

C omo ya se ha mencionado en las secciones an-
teriores, la participación de la sociedad civil va 
de la mano de la participación de las víctimas y 

los procesos participativos. También puede adoptar ca-
racterísticas diferentes en función de las capacidades de 
la sociedad civil en el contexto de cada país. Se puede 
prestar apoyo a OSC y Institutos de investigación nacio-
nales más grandes para que realicen investigaciones 
fundamentales o proporcionen capacidad técnica, inclu-
so para delimitar los conflictos, las víctimas y los proce-
sos forenses. Las organizaciones dirigidas por mujeres 
pueden asesorar sobre cómo asegurar la participación 
significativa de las mujeres en los procesos de justicia 
transicional.  

Las OSC también pueden ayudar a sostener el discurso 
sobre la justicia transicional. Se pueden crear o fortalecer 
organizaciones más pequeñas a nivel de base, incluidos 
grupos y redes de víctimas, para crear conciencia, empo-
derar y acompañar a las víctimas, así como para promover 
y crear o fortalecer grupos de víctimas. Las OSC también 
pueden prestar apoyo a las víctimas, incluida la asistencia 
jurídica y el apoyo psicosocial, así como desempeñar fun-
ciones de supervisión. 

Para superar los problemas relacionados con la adminis-
tración directa de subvenciones a grupos en pequeña es-
cala, las organizaciones más grandes pueden asociarse 
con ellos y supervisar la ejecución. Por ejemplo, el PNUD 
apoyó un programa de subvenciones en Sri Lanka en 2017, 
en el que se alentaron propuestas conjuntas de apoyo de 
OSC más grandes que trabajan con grupos de víctimas 
más pequeños. Además, los foros de apoyo para la pro-
moción conjunta y el establecimiento de redes, como la 
Plataforma Común para las Víctimas de Conflictos, estable-
cida en Nepal en 2014, pueden ser una forma modesta, 
pero importante de apoyar la reivindicación de los dere-
chos de reparación. Cuando todavía no existen grupos de 
víctimas, la asistencia para el desarrollo puede facilitar el 
establecimiento de redes entre las comunidades de víc-
timas o prestar apoyo a las OSC para que se realicen ac-
tividades de divulgación entre las víctimas y actúen como 
defensores con interlocutores gubernamentales.

En Guatemala, parte de la labor más importante para posi-
bilitar y mantener las iniciativas centradas en las víctimas 
se realiza a través de las redes de víctimas y la sociedad 
civil. Desde 2010, el PNUD ha ayudado a establecer redes 
de víctimas y de la sociedad civil y estimula la comuni-
cación y coordinación periódicas entre la sociedad civil 

y las instituciones del Estado, como la Fiscalía General. 
Las redes proporcionan información actualizada impor-
tante a otras víctimas y actores de la sociedad civil so-
bre los hechos denunciados en casos concretos, las vías 
que se siguen para obtener reparación y los resultados 
de los procesos. En el contexto del 20.º aniversario de 
los Acuerdos de Paz en Guatemala, el PNUD, junto con 
el ACNUDH, apoyó a diversas organizaciones de víctimas 
para que dirigieran cinco consultas regionales de base y 
evaluaran el grado de cumplimiento de los acuerdos por 
parte del Estado.49 

En contextos con antecedentes de conflictos basados en 
la identidad, el riesgo de que grupos de víctimas compi-
tan puede ser alto y trabajar en comunidades polarizadas 
requiere una gestión cuidadosa. Esto es especialmente 
cierto cuando ciertos grupos afirman representar los inte-
reses de todas las víctimas. La violencia entre comunida-
des también puede desdibujar las líneas entre los perpe-
tradores y las víctimas. En esos entornos, existe un riesgo 
real de que las víctimas sean cooptadas por las élites con 
fines políticos. La colaboración con las asociaciones de 
víctimas a nivel de base es esencial para mitigar esta si-
tuación, así como para los esfuerzos por fomentar la soli-
daridad entre los grupos de víctimas.

participación de la sociedad civil también es cada vez 
más vital en condiciones en que la voluntad política de 
sostener los procesos de justicia transicional es débil o 
disminuye. Unas instituciones y redes sólidas de la socie-
dad civil pueden abogar por la aplicación de procesos de 
transición en los planos nacional e internacional. También 
pueden ayudar a sostener el discurso sobre la justicia 
transicional y la visibilidad de cuestiones clave. Por ejem-
plo, en Sri Lanka, el PNUD prestó apoyo a grupos de la 
sociedad civil para movilizar a las familias de los desapa-
recidos de distintos grupos de víctimas y grupos étnicos 
a fin de promover la rápida puesta en funcionamiento de 
la Oficina para las Personas Desaparecidas en 2018, en 
medio de una rápida disminución de la voluntad política 
de cumplir los compromisos.50 

Algunos procesos de justicia transicional, en particular la 
conmemoración, la curación y la búsqueda de la verdad 
en la comunidad, también pueden ser impulsados por la 
sociedad civil y por los grupos y las redes de víctimas. 
La asistencia para el desarrollo, incluido el desarrollo de 
capacidades y el sustento institucional, es vital en estas 
circunstancias. 
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La idea de la justicia transicional surgió por primera vez 
como resultado de los procesos de búsqueda y reivin-
dicación de la verdad en América Latina y más tarde en 
Sudáfrica. Como tales, se utilizan con frecuencia como 
sinónimos de justicia transicional y aparecen de alguna 
manera en la mayoría de los contextos en que se está 
llevando a cabo un proceso de justicia transicional. 

Cada vez hay más investigaciones y debates sobre lo 
que constituye una comisión de la verdad: cuáles son sus 
funciones y si se deben centrar en violaciones pasadas 
o también incluyen violaciones sistemáticas y en curso. 
Además, hay cuestiones más amplias sobre si contribu-
yen eficazmente a obtener justicia para las víctimas, así 
como a los objetivos más amplios de la paz y el desarrollo. 

También se analiza el papel que las comisiones de la ver-
dad están desempeñando incluso en el campo de acción 
de otros procesos transformadores como el desarrollo y 
las reformas institucionales, y las consecuencias que esto 
podría tener en términos de recursos y capacidades na-
cionales. Es necesario analizar en profundidad estos ar-
gumentos y las experiencias en las que se basan para me-
jorar los procesos de búsqueda de la verdad en el futuro.

A pesar de las dificultades, el PNUD ha apoyado el esta-
blecimiento y la realización de comisiones de la verdad en 
varios países mediante la promoción de procesos partici-
pativos, la captación de oportunidades y el desarrollo de 
una base empírica centrada en las víctimas, y velar por la 
aplicación de las recomendaciones. 

Procesos  
de búsqueda de  
la verdad

AREA DE TRABAJO 3
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Promoción de procesos inclusivos

L as comisiones de la verdad son a menudo institu-
ciones oficiales respaldadas por el Estado. Tienen 
el potencial de promover la cicatrización, identifi-

car las desigualdades sistémicas, cerrar las fisuras socia-
les y proporcionar la base moral para las demandas de 
transformación social si promueve la participación sig-
nificativa. También pueden contribuir a crear un registro 
fidedigno del pasado, que cuando se desarrolla a través 
de procesos participativos puede fomentar la implicación 

comunitaria. Garantizar que el mandato de una comisión 
tenga jurisdicción sobre todas las partes en un conflicto 
es un requisito previo fundamental para garantizar la le-
gitimidad de los procesos de búsqueda de la verdad. El 
PNUD ha prestado apoyo a importantes consultas públi-
cas y con las víctimas antes del establecimiento de insti-
tuciones o comisiones, por ejemplo, en Túnez en 2013 y 
en Gambia en 2017.51,52

Aprovechar las ventanas de oportunidad

E l momento en que comienzan los procesos de 
búsqueda de la verdad es muy importante, ya que 
es necesario que exista un alto nivel de voluntad 

política para admitir los errores del pasado y reconocer 
las experiencias de las víctimas con miras a la no repeti-
ción. En Zimbabue, por ejemplo, el PNUD pudo ayudar al 
país a aprovechar una oportunidad inmediatamente des-
pués de la transición política de 2017 para iniciar un pro-
ceso de búsqueda de la verdad. La presencia del PNUD 

en el país ayudó a garantizar que la Comisión Nacional 
de Paz y Reconciliación pudiera satisfacer las expectati-
vas locales y las normas y principios internacionales. Si 
bien el enfoque proactivo del PNUD puede haber sido 
prudente en Zimbabue, cada contexto es diferente, y los 
socios para el desarrollo pueden necesitar esperar más 
tiempo para que las cosas se desarrollen antes de com-
prometerse para ser más eficaces en otras circunstancias

Creación de una base empírica  
centrada en las víctimas

L as comisiones de la verdad pueden proporcionar 
una base empírica de integridad y amplia acepta-
ción de los grupos sociales para justificar enjuicia-

mientos o reparaciones. En el Perú, por ejemplo, el PNUD 
prestó apoyo a la comisión de la verdad y la reconcilia-
ción para investigar las violaciones de los derechos hu-
manos cometidas entre 1980 y 2000 por el Estado y las 
organizaciones terroristas. La comisión del Perú celebró 
las primeras audiencias públicas de América Latina, or-
ganizadas en todo el país, que contribuyeron a elevar el 
perfil y la centralidad de las víctimas. Se convocaron au-
diencias para centrarse en incidentes específicos, cues-
tiones temáticas, eventos regionales y responsabilidades 
políticas e institucionales.53,54 

Se establecieron los testimonios de las víctimas y se reco-
nocieron los hechos y el sufrimiento de las víctimas. Esta 
base empírica centrada en las víctimas incluyó la exigen-
cia de un examen riguroso de cómo y por qué se había 
producido la conducta y, por consiguiente, la respuesta 
más adecuada a ella. Dado que las pruebas y los datos 
reunidos por una comisión de la verdad pueden utilizar-
se y basarse en otros procesos de justicia transicional, es 
especialmente importante que la muestra de víctimas que 
participan en una comisión de la verdad sea represen-
tativa de la totalidad de casos, incluidas las mujeres, los 
jóvenes y los grupos marginados que pueden encontrar 
obstáculos para acceder a una comisión de la verdad.55
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Implementación  
de las recomendaciones

E Es esencial que no se pierda el impulso entre los 
procesos de búsqueda de la verdad y la aplica-
ción de las recomendaciones, ya que la pobla-

ción necesita ver señales visibles de cambio para tener 
confianza en el Estado y la legitimidad del proceso de 

justicia transicional. En muchos contextos, el PNUD des-
empeña un papel fundamental en el apoyo, no solo a la 
comisión de la verdad, sino también a la aplicación de las 
recomendaciones.

En Túnez, el PNUD, en colaboración con el ACNUDH, apo-
yó desde 2012 un largo proceso participativo de diálogo 
nacional. Este diálogo contribuyó instrumentalmente a la 
redacción de la ley de justicia transicional, asegurando 
que se escucharan las voces de las víctimas y se incorpo-
raran las expectativas de la sociedad civil.56

Como resultado de este proceso, se creó la Comisión de 
la Verdad y la Dignidad, y varios mecanismos judiciales y 
no judiciales participaron en la investigación de las vio-
laciones graves de los derechos humanos cometidas en 
Túnez desde su independencia, para indemnizar y rehabi-
litar a las víctimas.

En 2018, la comisión completó su mandato con la puesta 
en marcha del mecanismo judicial que permitirá el enjui-
ciamiento de los presuntos autores de violaciones graves 
de los derechos humanos cometidas en el pasado. 

El PNUD apoyó la creación y la puesta en funcionamiento 
de la Comisión de la Verdad y la Dignidad, y reforzó su 
capacidad técnica para investigar las violaciones mani-
fiestas de los derechos humanos mediante la elaboración 
de un plan de reparación para indemnizar y rehabilitar a 
las víctimas y el desarrollo de recomendaciones sobre las 
garantías de no repetición en los últimos cuatro años.57

A lo largo del año, con el apoyo del PNUD, la comisión 
transfirió 34 casos a las 13 salas especializadas creadas 
para juzgar delitos graves y presentó su informe final al 
Presidente de la República.

Túnez 
 
Apoyo al proceso  
de reparación
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Fortalecimiento 
institucional  
para promover la 
rendición de cuentas 

AREA DE TRABAJO 4

El fortalecimiento de la capacidad y la independencia de 
los actores y las instituciones nacionales del sector de la 
justicia es fundamental para exigir la rendición de cuentas 
desde dentro, fomentar la confianza en las instituciones 
estatales y garantizar la no repetición de las violaciones 
de los derechos. El PNUD está en una posición única para 
apoyar esta labor, ya que trabaja habitualmente con los 
gobiernos en el momento en que se examinan los en-
juiciamientos nacionales de los delitos internacionales 
fundamentales. Por ejemplo, el compromiso del PNUD 

con el Estado de derecho se amplió para incluir el apoyo 
al enjuiciamiento de delitos internacionales en Bosnia-
Herzegovina, la República Centroafricana, Costa de Marfil, 
la República Democrática del Congo, Serbia, Túnez y 
Kosovo, entre otros, a petición de los socios nacionales.58 
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Fortalecimiento de las capacidades  
del sector de la justicia  

E l PNUD se centra en el fortalecimiento de las capa-
cidades nacionales para llevar a cabo procesos de 
justicia transicional. La participación de la sociedad 

civil y el apoyo a las víctimas se consideran requisitos pre-
vios fundamentales para garantizar que el fortalecimiento 
de las capacidades institucionales en los sectores de la 
justicia formal e informal responda a las demandas de las 
víctimas y los grupos marginados. Además, es necesario 
un conocimiento profundo de las condiciones propicias, es 
decir, de las condiciones políticas, sociales y económicas, 
y el nivel de compromiso político tanto de los agentes ex-
ternos como de las contrapartes nacionales. Todos estos 

elementos deben integrarse en la evaluación y el diseño 
de cualquier programa de desarrollo centrado en el forta-
lecimiento de las capacidades institucionales y las reformas 
del sector de la justicia que conduzcan a procesos de ren-
dición de cuentas. Esto debería incluir análisis exhaustivos 
de la situación política y de las capacidades y necesidades 
de las diversas partes interesadas (p. ej., los ministerios y 
organismos gubernamentales, los parlamentarios, la socie-
dad civil, el poder judicial, los medios de comunicación, etc.) 
y los riesgos relacionados con la participación o la falta de 
participación en cuestiones críticas. 

En Bosnia-Herzegovina, Serbia, Croacia y Montenegro, el 
PNUD lleva apoyando desde 2017 la cooperación trans-
fronteriza entre las fiscalías nacionales como parte del pro-
yecto que está llevando a cabo en materia de crímenes de 
guerra a nivel regional. Esto es crítico para los juicios por 
crímenes de guerra en cada uno de los países, ya que un 
gran número de casos involucran sospechosos, testigos y 
pruebas que se encuentran en toda la región. 

Mediante la facilitación de reuniones bilaterales y multila-
terales de las fiscalías de esos países, y en asociación con 
la Oficina del Fiscal del Mecanismo Residual Internacional 
de los Tribunales Penales de las Naciones Unidas, el 
PNUD ayuda a mejorar sus relaciones de cooperación 
transfronteriza y el fomento de la confianza mutua, así 
como el aumento del intercambio de pruebas e informa-
ción, la transferencia de casos y la coordinación de las 
investigaciones de crímenes de guerra entre ellos. 

El PNUD también trabaja en el fomento de la coopera-
ción mutua entre Bosnia-Herzegovina, Serbia, Croacia 
y Montenegro mediante servicios judiciales de apoyo a 
víctimas y testigos, incluso mediante la elaboración de 
protocolos modelo para su cooperación transfronteriza 

en casos de crímenes de guerra, para fomentar que haya 
más víctimas y testigos que testifiquen en investigacio-
nes y juicios y que se garantice que participan en un pro-
ceso de justicia que protege sus derechos y bienestar. 

Mediante este proyecto en Bosnia-Herzegovina, el PNUD 
ha mejorado la cooperación intersectorial entre el enjui-
ciamiento de crímenes de guerra y la búsqueda de perso-
nas desaparecidas mediante, por ejemplo, la capacitación 
conjunta sobre el enfoque analítico para descubrir fosas 
comunes clandestinas y realizar exhumaciones para la fis-
calía, la policía y las instituciones nacionales encargadas 
de la búsqueda de personas desaparecidas, o mediante 
el apoyo a sus actividades de divulgación a nivel de la co-
munidad entre las familias de las personas desaparecidas.

También en Serbia, el PNUD ha corregido una deficiencia 
de recursos institucionales proporcionando a la Comisión 
de Personas Desaparecidas del Gobierno de Serbia equi-
po para la detección y excavación de posibles fosas co-
munes; al mismo tiempo, el PNUD trabaja para mejorar 
las aptitudes y capacidades de sensibilización pública y 
movilización de recursos de las asociaciones locales de 
familias de personas desaparecidas.

Cooperación regional en los Balcanes  
Occidentales para fortalecer las respuestas 
en materia de justicia  
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Establecimiento de tribunales especiales 

E l PNUD también presta asistencia técnica y ope-
racional directa a los mecanismos especializados 
establecidos para enjuiciar delitos internaciona-

les, en estrecha colaboración con otras entidades de las 
Naciones Unidas.

Un ejemplo reciente de ello es el de la República 
Centroafricana, donde el PNUD y la MINUSCA apo-
yaron la creación y puesta en funcionamiento del 
Tribunal Penal Especial. En 2015, se aprobó una ley 
para crear el Tribunal Penal Especial para enjuiciar y 
juzgar las violaciones graves de los derechos huma-
nos entre los años 2005 y 2013. Se ofreció apoyo 
para elaborar un plan de seguridad para el personal 
del tribunal y una estrategia de protección para tes-
tigos y víctimas, estableciendo un proceso transpa-
rente y competitivo para la selección de magistra-
dos nacionales y adoptando las medidas necesarias 
para permitir la llegada de los magistrados interna-
cionales asignados. El Tribunal Penal Especial co-
menzó a funcionar en 2017 y estaba preparado para 
investigar, con el nombramiento del Fiscal Especial, 
así como de magistrados y personal judicial tanto 
nacionales como internacionales. A septiembre de 
2020, el Tribunal Penal Especial había abierto 10 
investigaciones preliminares, 6 de las cuales se en-
contraban en la fase de investigación judicial y 4 se 
habían remitido a tribunales ordinarios.59

Uno de los problemas que plantea el establecimiento de 
mecanismos especiales de rendición de cuentas es la ten-
dencia a reorientar el apoyo internacional hacia esas institu-
ciones debido a su carácter especial y su importancia para 
el derecho penal internacional. Estos tribunales especiales 
pueden ser algunos de los elementos más costosos de los 
procesos de la justicia transicional y se necesitan estudios 
específicos desde el punto de vista de la relación entre 
coste y beneficio de los fondos asignados a los tribunales 
especiales en comparación con otros procesos de justicia 
transicional, como las reparaciones, así como reformas más 
amplias y a más largo plazo que puedan beneficiar tanto a 
las víctimas como a las sociedades. Sin embargo, no hay 
pruebas empíricas que sugieran que los fondos utilizados 
por los tribunales especiales se destinarían en otro caso a 
iniciativas de bienestar o reformas del sector de la justicia 
que podrían beneficiar más a los países a largo plazo. Por 
otro lado, hay un creciente, aunque todavía insuficiente, 
cuerpo de datos empíricos que respalda la afirmación de 
que el enjuiciamiento de los delitos internacionales a través 
de mecanismos especiales, aunque sean híbridos, tiene ne-
cesariamente como resultado un sector de la justicia más 
empoderado y capacitado o un mejor entorno del Estado 
de derecho, o que es el instrumento más eficaz para la pre-
vención. Por lo tanto, es vital que los actores que trabajan 
en el desarrollo sigan apoyando los sistemas nacionales de 
justicia y mejorando el acceso a la justicia, paralelamente a 
su apoyo a los mecanismos especiales.

Reformas del sector de la seguridad

L as fuerzas de seguridad a menudo desempeñan 
un papel en las violaciones durante los conflictos o 
bajo regímenes represivos, por lo que la Reforma 

del Sector de la Seguridad (RSS) se considera una priori-
dad en el fortalecimiento institucional. El apoyo al desa-
rrollo de la RSS varía según el contexto del país, pero a 
menudo incluye apoyo técnico al Gobierno, capacitación 
en derechos humanos para responsables de seguridad 
y facilitación del diálogo con el ejército para fomentar el 
apoyo a la RSS dentro de las filas. En las sociedades que 
salen de un conflicto, la RSS contribuye a la desmilitariza-
ción, la racionalización de las fuerzas, la investigación de 

antecedentes de los miembros y la eliminación de privi-
legios especiales. La RSS también debe definir más cla-
ramente las funciones del ejército y la policía para apo-
yar la transición, mantener la paz y preservar el Estado 
de derecho. Muchos de estos procesos forman parte de 
los esfuerzos de la justicia transicional, en particular la 
investigación de los antecedentes de los miembros de 
las fuerzas de seguridad y defensa para garantizar la no 
repetición y desempeñar un papel en una mayor pre-
vención de las violaciones de los derechos humanos. En 
Burkina Faso, el PNUD impartió capacitación especializa-
da a gendarmes y agentes de policía en 2018. 
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El PNUD también ayudó a mejorar la relación entre la po-
blación y las fuerzas de seguridad mediante el fortaleci-
miento de la capacidad del Departamento de Policía de 

Proximidad y las autoridades locales para hacer participar 
a los miembros de la comunidad en la prevención de con-
flictos y la lucha contra la impunidad.

Programación políticamente inteligente

S i bien la responsabilidad penal es un elemen-
to central de la justicia transicional, también es 
cada vez más difícil alcanzarla en la mayoría de 

los contextos. Por ejemplo, es muy difícil impedir que se 
realicen enjuiciamientos selectivo y por motivos políticos 
de los delitos internacionales que podría intensificar los 
agravios sociales en lugar de propiciar la cohesión social, 
lo que podría ser un factor impulsor en lugar de una me-
dida preventiva para la repetición de delitos en masa. Por 
consiguiente, la evaluación de la independencia e impar-
cialidad de los tribunales locales es un requisito previo 
para la participación y la asistencia a esas instituciones. 
Muchos tribunales nacionales se han enfrentado al pro-
blema de limitar los enjuiciamientos a un solo partido o a 
miembros de grupos étnicos o políticos sobre la base del 
contexto político, socavando así una más amplia repercu-
sión de estos complejos procesos judiciales.60

Es importante garantizar que en un proceso de justicia 
penal se trate equitativamente a todas las víctimas y a los 
acusados, en lugar de instrumentalizar la victimización o 
de intentar saldar las cuentas relacionadas con el conflic-
to. El enfoque del PNUD para apoyar los procesos de jus-
ticia penal y fortalecer la capacidad técnica y operacional 
entre la sociedad civil y los grupos de víctimas se basa en 
una comprensión de estas dinámicas a nivel local.

Por ejemplo, desde 2015, en línea con el proceso 
de diálogo político a nivel municipal dirigido por 
la ONU, el PNUD y la Misión de Apoyo de las Na-
ciones Unidas en Libia elaboraron conjuntamente 
un programa sobre justicia transicional y reconci-
liación a nivel local para facilitar la aplicación del 
acuerdo de paz local del proceso de diálogo entre 
Misrata y Tawergha, incluidas las recomendaciones 
relacionadas con obtener reparación y regresar a 
Tawergha. En respuesta a la hoja de ruta elaborada 
por el Comité Mixto de Misrata y Tawergha, que tra-
ta de abordar algunas de las causas fundamentales 
del conflicto entre las comunidades, el programa 
conjunto de justicia transicional tiene por objeto fa-
cilitar el diálogo y crear conciencia sobre los proce-
sos de justicia transicional. 
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Reparaciones  
y asistencia para  
el desarrollo 

AREA DE TRABAJO 5

En 2005, la Asamblea General de las Naciones Unidas 
aprobó por consenso los Principios y directrices básicos 
sobre el derecho de las víctimas de violaciones manifies-
tas de las normas internacionales de derechos huma-
nos y de violaciones graves del derecho internacional 
humanitario a interponer recursos y obtener reparacio-
nes61, proporcionados por la Subcomisión de Prevención 
de Discriminaciones y Protección a las Minorías de las 
Naciones Unidas. Las directrices establecen un amplio 
alcance para la forma que pueden adoptar las reparacio-
nes, incluida la restitución, la indemnización, la rehabilita-
ción, la satisfacción y las garantías de no repetición.62

En 2014, el Secretario General publicó orientaciones so-
bre las reparaciones por la violencia sexual relacionada 
con los conflictos, en las que reconocía la necesidad de 

enfoques de la reparación que se adapten específicamen-
te a las consecuencias, la sensibilidad y los estigmas aso-
ciados a esos daños en las sociedades de todo el mundo, 
y a las necesidades específicas de las y los supervivientes 
de la violencia sexual y de género.63

Una característica importante de las reparaciones es el 
hincapié en el empoderamiento y la transformación de 
las víctimas y las comunidades afectadas. La capacidad 
de hacerlo mediante la provisión de formas tangibles de 
reparación es de especial interés para las personas parti-
cipantes y se presta bien a los enfoques “de abajo hacia 
arriba” que usualmente aplican los actores que trabajan 
en el desarrollo. Por esta razón, también se suelen citar 
las reparaciones como el vínculo más claro entre la justi-
cia transicional y el desarrollo. 

https://www.ohchr.org/EN/ProfessionalInterest/Pages/RemedyAndReparation.aspx
https://www.ohchr.org/EN/ProfessionalInterest/Pages/RemedyAndReparation.aspx
https://www.ohchr.org/EN/ProfessionalInterest/Pages/RemedyAndReparation.aspx
https://www.ohchr.org/EN/ProfessionalInterest/Pages/RemedyAndReparation.aspx
https://www.ohchr.org/EN/ProfessionalInterest/Pages/RemedyAndReparation.aspx
https://www.ohchr.org/EN/ProfessionalInterest/Pages/RemedyAndReparation.aspx
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Objetivos de las reparaciones 

S i bien es importante que los tratados de dere-
chos humanos respondan a las violaciones en 
base a casos individuales, los programas de re-

paración pueden incluir un conjunto de víctimas mucho 
más amplio y complejo. Los objetivos de los programas 
de reparación deben incluir consideraciones inclusivas, 
políticas y sociales más amplias, junto con las relaciona-
das con el individuo.64 En el informe de 2014 del Relator 
Especial sobre la promoción de la verdad, la justicia, la re-
paración y las garantías de no repetición, Pablo de Greiff 
destaca que para cumplir estos objetivos, debemos dejar 
atrás la idea de que la compensación individual debe ser 
proporcional al daño determinado a través de procesos 
judiciales. Este entendimiento también es crítico para 
contrarrestar los esfuerzos potenciales del Estado, que 
usa argumentos económicos cuestionables, para excluir 
categorías enteras de víctimas con fines políticos.65

Las reparaciones, como proyecto político, deben tratar 
de fomentar los objetivos de reconocimiento, confianza 
cívica y solidaridad social a través de la distribución de 
beneficios directos a las víctimas. El reconocimiento, la 
confianza cívica y la solidaridad social solo son posibles 
cuando las víctimas participan de manera proporcional, 
transparente y representativa, de modo que la empatía se 
basa en la victimización mutua y no se diluye por la des-
confianza entre grupos. Las reparaciones deben tratar de 
tener un efecto transformador en las desigualdades so-
ciales, en lugar de restablecer o reforzar las condiciones 
estructurales que hicieron posibles esas violaciones. Las 
reparaciones pueden desencadenar cambios importan-
tes, aunque por sí solas no puedan transformar las causas 
profundas de las violaciones.66,67

“
Las reparaciones, como 
proyecto político, deben tratar 
de fomentar los objetivos de 
reconocimiento, confianza cívica 
y solidaridad social a través de 
la distribución de beneficios 
directos a las víctimas „

https://digitallibrary.un.org/record/782020?ln=en#record-files-collapse-header
https://digitallibrary.un.org/record/782020?ln=en#record-files-collapse-header
https://digitallibrary.un.org/record/782020?ln=en#record-files-collapse-header
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Obligaciones de los Estados  
y problemas inherentes 

E n situaciones de conflicto y crisis, cuando los re-
cursos estatales son a menudo escasos, propor-
cionar una indemnización completa, restitución 

y compensación a un gran número de víctimas puede 
no ser totalmente factible, aunque haya voluntad políti-
ca. Esto es particularmente pertinente en el contexto de 
otras obligaciones legítimas de los Estados en un entor-
no posterior a un conflicto. Perseguir reparaciones indi-
viduales determinadas judicialmente en tales circunstan-
cias tiende a un escenario por orden de llegada, donde 
los que tienen mayor acceso obtienen la mayor parte de 
las reparaciones. Por ejemplo, en Colombia, el Gobierno 
asigna pagos únicos a las familias de desaparecidos, que 
corresponden a 40 salarios mínimos mensuales; la selec-
ción del pago se basó en gran medida en la viabilidad y 
no en los principios68,69,70

Además del coste, los gobiernos pueden tener otras 
razones para abstenerse de reconocer los casos de re-
paración, aceptar la responsabilidad por las violaciones 
o aceptar que las violaciones requieren reparación. Los 
Estados también pueden diseñar sus programas de re-
paración para excluir a ciertos grupos de víctimas deter-
minando qué conducta se incluye, cuándo y dónde tuvo 
que ocurrir, y a qué grupos (o por qué grupo) se perpetró 
la conducta. En esos casos, el apoyo al desarrollo de las 
víctimas puede aprovecharse para impulsar la presión 
ciudadana en favor del reconocimiento y la participación 
de los gobiernos en las reparaciones.71 En este sentido, la 
inclusión de un grupo marginado en la economía también 
demuestra el poder económico del crecimiento inclusivo 
y el poder transformador de las reparaciones. 

La asistencia para el desarrollo nunca es un sustituto 
aceptable de las reparaciones, pero mantener una distin-
ción no siempre es fácil. El desarrollo se centra en satis-
facer las necesidades de las personas y las reparaciones 
se centran en hacer frente a los daños de las víctimas. A 
menudo, los daños y las necesidades de las víctimas se 
derivan de los mismos hechos ilícitos, p. ej., la desapari-
ción del principal sostén de la familia perjudica a la familia 
de la víctima y afecta a sus medios de subsistencia.72

Además, la distinción entre reparación y desarrollo tam-
bién puede no ser clara o importante para algunas vícti-
mas. Las víctimas que se enfrentan a las limitaciones de 
tiempo y recursos suelen dar prioridad a sus esfuerzos 
por satisfacer sus necesidades básicas y las de sus hijos 
en lugar de recibir reparaciones. También puede haber 
situaciones en que las víctimas identifiquen específica-
mente la asistencia para el desarrollo como el remedio 
para el delito cometido contra ellas. Además, los objetivos 
de los procesos de justicia transicional a veces incluyen 
la reparación de las violaciones socioeconómicas. Habida 
cuenta de los posibles puntos de confluencia entre la 
asistencia para el desarrollo y las reparaciones, la partici-
pación representativa de las víctimas en la determinación 
de las formas deseadas de reparación es fundamental 
para distinguir o autenticar los procesos complementa-
rios. La participación de las víctimas también es esencial 
para orientar la aplicación de manera que beneficie a las 
víctimas individuales y a las sociedades en transición en 
su conjunto.73

Los actores que trabajan en el desarrollo pueden actuar 
como intermediarios entre las víctimas y los gobiernos a 
la hora de sopesar la eficacia de los enfoques de repara-
ción. Un enfoque de desarrollo para las reparaciones pue-
de ayudar a asegurar que el Estado no promueva el silen-
cio de las víctimas a través del otorgamiento de medios 
materiales, sino que, en cambio, construya activamente la 
confianza cívica, mejorando la relación con la ciudadanía 
y contribuyendo al largo plazo en la consolidación de la 
paz y los objetivos de desarrollo sostenible. 
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Reparaciones individuales y colectivas 

L os enfoques convencionales de las reparaciones 
incluyen una indemnización individual limitada y 
medidas simbólicas. Una indemnización limitada 

solo suele cubrir las necesidades inmediatas o las deu-
das pasadas de las víctimas. Luego se deja que los be-
neficiarios financien y gestionen ellos mismos las conse-
cuencias físicas, mentales o materiales del daño a largo 
plazo. Esto también deja sin abordar las desigualdades 
que causaron el daño y fundamentan el impacto. Los ac-
tores del desarrollo pueden ayudar al Estado a subsanar 
algunas de estas deficiencias mediante procesos admi-
nistrativos que garanticen la identificación exacta de las 
víctimas y que se lleve a cabo una selección, un dise-
ño y una reparación proporcionados e informados a las 
víctimas. Sin embargo, la comunidad internacional se ha 
mostrado tradicionalmente renuente a financiar progra-
mas de reparación, en parte debido a la responsabilidad 
estatal que se le atribuye. En general, las formas colecti-
vas de reparación con objetivos más amplios de construir 
y sostener la paz y el desarrollo, y que puedan vincularse 
eficazmente a la realización de los ODS son más adecua-
das para la asistencia al desarrollo que las reparaciones 
individuales solicitadas y obtenidas a través de procesos 
judiciales.74

PPor ejemplo, desde 2017 el PNUD ha colabora-
do con la Unidad de Víctimas de Colombia en la 
implementación de su Programa de Reparación 
Colectiva. Mediante este esfuerzo conjunto,75 el 
Comité de Víctimas sse convirtió en agente activo 
de las reparaciones colectivas mediante diversas 
medidas en las esferas de la educación, la aten-
ción psicosocial, el empoderamiento económico y 
los medios de vida, la infraestructura comunitaria y 
la preservación de las prácticas culturales ances-
trales, entre otros. El programa permite una cone-
xión concreta entre el mantenimiento de la paz y 
la consecución de los ODS, incluidos los ODS 16, 1, 
4 y 5. En diciembre de 2019, la Unidad de Víctimas 
había registrado más de 730 reparaciones colec-
tivas entre grupos, comunidades, organizaciones, 
movimientos y comunidades étnicas. A principios 
de 2020, la institución finalizó los Planes de Acción 
Integral y las medidas de 22 sujetos colectivos.76

Los programas colectivos de reparación, al no estar limi-
tados en base al mérito de los casos individuales, permi-
ten responder a una comunidad de víctimas más amplia 
y permitir una nueva comunidad política basada en la 
solidaridad de las víctimas. Las reparaciones colectivas 
también están diseñadas para responder adecuadamen-
te a los crímenes en masa y a las violaciones sistemáticas, 
en lugar de un comportamiento excepcional e individual 
de violación de las normas, como lo prevé el derecho in-
ternacional de los derechos humanos. Un enfoque de las 
reparaciones colectivas es el de las víctimas colectivas 
basadas en una identidad común o en la victimización co-
mún de una violación específica. Sin embargo, esto pue-
de fomentar el descontento entre las víctimas que sufrie-
ron un grave perjuicio en comparación con otras; se trata 
de una consideración que las reparaciones individuales 
deben tener más en cuenta. Un segundo enfoque de las 
reparaciones colectivas tiene por objeto aliviar las posi-
bles reclamaciones basadas en la discrepancia entre las 
distintas clases de víctimas, proporcionando reparaciones 
basadas en los efectos de los delitos, la ubicación común, 
la demografía de las víctimas o las víctimas como un solo 
colectivo.77

Las formas colectivas de reparación también permiten en-
foques materiales y simbólicos de reparación. Las repara-
ciones materiales constituyen una compensación, en for-
ma de efectivo, otros pagos o paquetes de servicios, que 
incluyen educación, salud, vivienda u otras formas de de-
sarrollo económico. Por lo general, muchos de estos pro-
gramas ya los ofrecen los organismos de desarrollo de los 
países que llevan a cabo procesos de justicia transicional 
y pueden adaptarse para atender las necesidades de las 
víctimas y cumplir los objetivos de reparación. La claridad 
y especificidad de la finalidad reparadora es esencial para 
la tierra, la salud, la educación y las formas de solución de 
controversias, ya que la igualdad de acceso a la tierra, los 
servicios gubernamentales y la justicia son fundamentales 
para la no repetición. Los actores que trabajan en el desa-
rrollo también pueden apoyar medidas simbólicas, como 
la preservación de la memoria histórica basada en la co-
munidad y los programas de recuperación, que fomentan 
la resiliencia y la solidaridad dentro de las comunidades.78
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La asistencia del PNUD en materia de justicia transicio-
nal, en particular en situaciones posteriores a conflictos, 
se enmarca en el apoyo más amplio al Estado de derecho 
y los derechos humanos, incluidas las reformas institucio-
nales, el desarme, la desmovilización y la reintegración, la 
lucha contra la corrupción, etc. Las relaciones de confian-
za del PNUD con los agentes nacionales en todos los sec-
tores permiten un enfoque gubernamental integral para 
fortalecer el Estado de derecho y los derechos humanos 
a fin de mejorar las garantías de no repetición. El PNUD 
también recurre a asociaciones de larga tradición con la 
sociedad civil para lograr la participación de los titulares 
de derechos.

Fortalecimiento del 
Estado de derecho 
y los derechos 
humanos en apoyo 
de las garantías de 
no repetición  

AREA DE TRABAJO 6
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Esfuerzos de la justicia transicional  
en apoyo de la no repetición

U no de los principales objetivos de los procesos 
de justicia transicional es apoyar la no repetición. 
Los mecanismos especiales establecidos como 

parte de los procesos de justicia transicional pueden pro-
mover ciertas cualidades de aspiraciones, modelando 
así la reforma deseada. También pueden abogar activa-
mente por ciertos tipos de reformas como clave para la 
no repetición. Por ejemplo, las comisiones de la verdad 
de Guatemala, Kenia, Liberia, el Perú y Sierra Leona han 
trabajado para resolver problemas institucionales y han 
recomendado reformas. 

En Colombia, la justicia transicional es uno de los 
principales objetivos del PNUD. Nacido de los 
Acuerdos de Paz entre el Gobierno y las FARC, el 
Sistema Integral de Reparación de la Justicia de la 
Verdad y la No Repetición es una pieza central en 
la búsqueda de la paz y la justicia sostenibles. Una 
importante contribución del PNUD, con fondos del 
Fondo Fiduciario de Contribuciones Voluntarias, 
fue el pronto establecimiento (preparación opera-
tiva y bases para sus planes estratégicos) de los 
tres componentes del sistema antes de que estos 
se institucionalizaran oficialmente como entidades 
estatales autónomas: la Comisión de la Verdad, la 
Jurisdicción Especial para la Paz y la Unidad de 
Búsqueda de Personas Desaparecidas.

Del mismo modo, los programas de reparación también 
pueden diseñarse para permitir un cambio socioeconó-
mico estructural e incluir, por ejemplo, una reforma insti-
tucional que distribuya más equitativamente los recursos 
estatales. Cuando las estructuras de las instituciones es-
tatales y no estatales permiten otorgar discrecionalidad 
arbitraria a los agentes que no rinden cuentas, prospe-
ran el nepotismo, la discriminación etnorregional y otras 
formas de gobernanza excluyentes y discriminatorias. Las 
reformas institucionales como parte de las reparaciones 
deben considerarse para hacer frente a la gobernanza 
discriminatoria en todas las esferas, y permitir así una 
distribución equitativa e inclusiva de las oportunidades 
de justicia social y desarrollo, y que se aborden los facto-
res impulsores de los conflictos. Estas reformas pueden 
promover iniciativas transformadoras que mitiguen las di-
ferencias de género, étnicas, religiosas, raciales y otras 
divisiones sociales, promoviendo la cohesión social y me-
jorando el desempeño económico.

“
Estas reformas pueden promover 
iniciativas transformadoras que mitiguen 
las diferencias de género, étnicas, 
religiosas, raciales y otras divisiones 
sociales, promoviendo la cohesión social 
y mejorando el desempeño económico „
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Intervenciones de desarrollo  
en apoyo de la no repetición

A demás de los mecanismos especiales, los pro-
gramas de reparación y el fortalecimiento de 
capacidades de las instituciones del sector de 

la justicia descritos en la sección anterior, se necesitan 
intervenciones amplias en relación con la gobernanza, la 
supervisión, la seguridad, la educación y los medios de 
comunicación, entre otras cosas, para apoyar la no repe-
tición. Algunos puntos de partida comunes de desarrollo 
para fortalecer el Estado de derecho y los derechos hu-
manos conjuntamente con los procesos de justicia tran-
sicional con miras a la no repetición son las siguientes:

FORTALECIMIENTO INSTITUCIONAL  
CENTRADO EN LAS VÍCTIMAS

Medidas específicas para el fortalecimien-
to institucional, entre las que se incluyen: 
la creación de organismos gubernamenta-
les con el mandato específico de apoyar el 
acceso de las víctimas a la reparación por 

violaciones graves; la formación de los agentes de enlace 
con las víctimas en los tribunales y la policía; la divulga-
ción centrada en las víctimas; programas de sensibiliza-
ción jurídica y médica; la creación de salas de entrevistas 
o zonas de espera separadas e insonorizadas en las co-
misarías de policía y salas de los tribunales, etc., puede 
ayudar a mantener un enfoque en las víctimas a lo largo 
de los procesos de justicia transicional y apoyar la no re-
petición. Por ejemplo, en Bosnia-Herzegovina, entre 2010 
y 2016, el PNUD apoyó el establecimiento de 17 oficinas 
de apoyo a las víctimas y los testigos que están plena-
mente integradas en los tribunales y las fiscalías de todo 
el país. Los centros han aumentado la eficiencia de los 
procedimientos, así como el número de víctimas y testi-
gos que recibieron suficiente apoyo emocional, jurídico, 
fisiológico y logístico antes, durante y después de las ac-
tuaciones judiciales.79

PARTICIPACIÓN DE LAS VÍCTIMAS Y SUPERVISIÓN

Además del diseño de procesos de justi-
cia transicional explícitamente centrados 
en las víctimas, como los programas de 
reparación, las opiniones de las víctimas 
deberían incorporarse en la mayor me-
dida posible. Por ejemplo, debería bus-

carse a representantes de las víctimas para supervisar o 
examinar los órganos que participen en los procesos de 
investigación de antecedentes o en el diseño de otras re-
formas como parte de las garantías de no repetición, así 
como en los órganos y procesos políticos locales y na-
cionales. Los actores que trabajan en el desarrollo tam-
bién deberían promover procesos de planificación del 
desarrollo más inclusivos que incluyan específicamente 
a las víctimas y otras comunidades afectadas, así como a 
los grupos marginados y las personas con discapacidad. 
Esto ayuda a garantizar que se tengan en cuenta las ne-
cesidades específicas en los planes y se puedan distin-
guir en las asignaciones presupuestarias. Por ejemplo, en 
2017, el PNUD apoyó el establecimiento de dos grupos 
de víctimas en los emplazamientos de protección de ci-
viles en Sudán del Sur, integrados por 79 hombres y 351 
mujeres. Los grupos prestan apoyo psicosocial a las víc-
timas del conflicto y facilitan puntos de entrada para que 
las víctimas accedan a los mecanismos de justicia transi-
cional, incluidos los procesos de repatriación y rendición 
de cuentas. Los grupos también proporcionaron una pla-
taforma para que las víctimas pudieran ser escuchadas 
en diálogos nacionales, incluso con parlamentarios.
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PAJUST y apoyo al caso  
histórico de Sepur Zarco

ABORDAR LAS DESIGUALDADES DE GÉNERO

Las mujeres y las niñas suelen verse afectadas 
de manera desproporcionada como sobrevi-
vientes de violaciones individuales y discrimi-
nación estructural. También hay datos considera-
bles que corroboran la afirmación de que existe 
una relación directa entre igualdad de género y 

la resiliencia a los conflictos y su prevención.80 Las garantías 
de no repetición tienen un importante potencial de transfor-
mación para la igualdad de género, ya que implican la nece-
sidad de reformas estructurales e institucionales.81 Para cap-
tar este potencial transformador, las reformas deben adoptar 
medidas deliberadas para desmantelar las estructuras de 
poder desiguales y proteger los derechos de las mujeres, 
lo que a su vez puede crear una cultura de igualdad y con-
tribuir a cambiar la discriminación estructural y las narrativas 
patriarcales de género. Algunos ejemplos de medidas que 

podrían adoptarse para promover la igualdad entre los gé-
neros como parte de los procesos de justicia transicional 
son las siguientes: garantizar cuotas de representación de 
las mujeres en puestos de liderazgo y procesos políticos; 
consultas genuinas y periódicas con las mujeres y las orga-
nizaciones de la sociedad civil de mujeres durante el diseño, 
la aplicación y el seguimiento; establecer políticas y procedi-
mientos para proteger la seguridad y la dignidad de las mu-
jeres víctimas y testigos; y compensación de costes relacio-
nados con la participación, como los viajes y el cuidado de 
los hijos. Los actores que trabajan en el desarrollo también 
deben colaborar estrechamente con las organizaciones de 
mujeres y apoyarlas para que dirijan procesos de justicia 
transicional participativos, así como prestar apoyo para abor-
dar la violencia sexual y basada en el género y la igualdad de 
acceso a los recursos y las oportunidades.

En Guatemala, por ejemplo, el Programa de 
Acompañamiento a la Justicia Transicional (PAJUST) del 
PNUD ha apoyado el progreso continuo del caso Sepur 
Zarco y el empoderamiento de las supervivientes me-
diante la promoción de un modelo basado en la asisten-
cia integral –apoyo jurídico y psicosocial–, para lograr el 
empoderamiento de las mujeres de modo que puedan 
tener confianza y hablar abiertamente sobre los aconte-
cimientos, buscar justicia e inspirar a otras sobrevivien-
tes a romper el silencio. Esto se hizo juntamente con La 
Alianza Romper el Silencio y la Impunidad, que está con-
formada por Mujeres Transformando el Mundo (MTM), 
Unión Nacional de Mujeres Guatemaltecas (UNAMG) y 
el Equipo de Estudios Comunitarios y Acción Psicosocial 
(ECAP), que apoyan a las mujeres sobrevivientes en su 
búsqueda de la verdad, la justicia y la reparación.

La metodología utilizada incluyó trabajo individual y co-
lectivo, grupos de apoyo y técnicas de autoayuda. Este 
trabajo se realizó desde el contexto cultural, el lenguaje 
y los valores de las mujeres como parte de la comuni-
dad maya quekchí. En reconocimiento de los riesgos que 
podría plantear romper el silencio, se prestó apoyo a la 
seguridad de las mujeres Sepur Zarco.

Esto se ha complementado con el apoyo para obtener 
opiniones de expertos en diversas disciplinas: médica, 
cultural, lingüística, militar, histórica, sociológica, psicoló-
gica y antropológica-forense, entre otras. Mediante este 
enfoque multidisciplinario, se documentó en los tribuna-
les el contexto político-militar, social y cultural en que se 
produjeron los delitos.

Asimismo, la PAJUST ha reforzado la capacidad de la 
Fiscalía General mediante la prestación de asistencia 
técnica para llevar a cabo investigaciones sólidas sobre 
la violencia sexual desde una perspectiva de género. 
Como parte de este apoyo, se elaboró una directriz so-
bre la investigación y la creación de estrategias jurídicas 
para apoyar los procesos penales por actos de violencia 
sexual cometidos durante el conflicto armado interno, y la 
metodología para un desarrollo participativo de propues-
tas relativas a la reparación digna y transformadora de la 
asistencia a los supervivientes.82
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REFORMAS LEGISLATIVAS 

Puede ser necesario introducir reformas 
legislativas en las leyes sustantivas y de 
procedimiento para reconocer los de-
rechos de las víctimas, así como en las 
leyes sustantivas para garantizar que 
se tipifiquen como delito las violaciones 

de los derechos humanos. La reforma de las leyes que 
discriminan a la mujer es también una importante garan-
tía de no repetición de las violaciones de los derechos 
de la mujer. El apoyo al desarrollo de reformas legisla-
tivas también puede incluir educación y promoción de 
los cambios, así como asistencia para la redacción. Por 
ejemplo, el PNUD apoyó la reforma legislativa en relación 
con el acceso a la tierra y los derechos de propiedad, en 
Afganistán y Sierra Leona, y las actividades de documen-
tación jurídica en Sri Lanka.

REFORMAS CONSTITUCIONALES

Las reformas constitucionales pueden ir 
desde la derogación de disposiciones 
discriminatorias y la adopción de meca-
nismos de inclusión hasta el fortaleci-
miento de la separación de poderes o 
la redistribución del poder. Otras refor-

mas conexas incluyen la incorporación de una Carta de 
Derechos o el establecimiento de un tribunal constitucio-
nal. El objetivo más ambicioso sería la aprobación de una 
nueva constitución; sin embargo, esto puede dar lugar a 
cierta inestabilidad y los períodos de transición pueden 
no ser el momento más oportuno para llevar a cabo esas 
reformas drásticas. Estos riesgos deben sopesarse con 
las oportunidades que ofrece el contexto concreto. En la 
mayoría de los casos en que las reformas constituciona-
les son intrínsecas para abordar las causas profundas del 
conflicto, debe adoptarse un enfoque gradual. Dado que 
los procesos de reforma constitucional son sumamente 
delicados, el apoyo prestado por un agente externo no 
debería ser demasiado visible y se debería llevar a cabo 
de manera matizada y no prescriptiva. Por ejemplo, en 
2018 la ONU ayudó a fortalecer la coordinación y la comu-
nicación entre la Comisión de la Verdad, la Reconciliación 
y las Reparaciones en Gambia y la Comisión de Revisión 
de la Constitución, para maximizar el impacto en los 
próximos años.83 

 

FORTALECIMIENTO DE LAS INSTITUCIONES  
NACIONALES DE DERECHOS HUMANOS

Las instituciones nacionales de derechos 
humanos (INDH) son estructuras perma-
nentes capaces de sostener parte de la 
labor realizada por los mecanismos de jus-
ticia transicional. Como tal, las estrategias 
eficaces de reforma y justicia transicional 

incluyen el apoyo a las instituciones nacionales de dere-
chos humanos para que sean más fuertes, independien-
tes y comprometidas. Para ello, es fundamental contar 
con recursos y apoyo técnico constantes, y hay que velar 
por que las instituciones nacionales de derechos huma-
nos no tengan que competir por el apoyo con los nue-
vos mecanismos de justicia transicional. Por ejemplo, en 
2020, el Programa Mundial sobre el Estado de Derecho, 
la Seguridad y los Derechos Humanos y la Asociación 
Tripartita con el proyecto PNUD-ACNUDH-GANHRI en 
Gambia, están prestando apoyo conjunto para fortale-
cer la capacidad de la Comisión Nacional de Derechos 
Humanos de Gambia para cumplir su mandato y mejorar 
su coordinación con la Comisión de la Verdad.84

LUCHA CONTRA LA CORRUPCIÓN

Hay un creciente interés en vincular la la-
bor de lucha contra la corrupción con la 
justicia transicional. Una de las razones 
de esto es que los individuos ligados a 
la corrupción son también a menudo los 
vinculados a las violaciones de los dere-

chos humanos. Por lo tanto, responsabilizar a estas per-
sonas de sus actos, junto con programas más amplios de 
depuración dentro de las estructuras gubernamentales, 
no solo puede apoyar las reformas institucionales, sino 
también ayudar a abordar la impunidad en su conjunto. 
Además, hacer frente a la corrupción al mismo tiempo que 
se aplica la justicia transicional también puede apoyar la 
recuperación de los activos malversados. En Guatemala, 
por ejemplo, en respuesta a las demandas de la sociedad 
civil, se creó la Comisión Internacional contra la Impunidad 
en Guatemala (CICIG) para hacer frente a la corrupción de 
alto nivel y la delincuencia organizada. Dada la estrecha 
relación entre la corrupción y el delito, la labor de la CICIG 
entre 2007 y 2019 contribuyó a la lucha contra la impuni-
dad por las violaciones de los derechos humanos cometi-
das en el pasado.
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COLABORACIÓN CON LOS MEDIOS DE COMUNICACIÓN

El papel de los medios de comunicación en si-
tuaciones de conflicto y posteriores a conflic-
tos fue objeto de atención tras el genocidio y 
la guerra de Ruanda en los Balcanes. Desde 
entonces, también se ha centrado la aten-
ción en las reformas encaminadas a impedir 

que los medios de comunicación provoquen conflictos, 
así como su potencial para promover la paz. Los actores 
que trabajan en el desarrollo han apoyado estos esfuer-
zos reforzando los marcos reglamentarios y los sistemas 
de verificación de los hechos, mejorando las estrategias 
y plataformas para dar voz al mayor número posible de 
personas, en particular las víctimas y las comunidades 
marginadas, e impulsando un mayor papel de los medios 
de comunicación en los sistemas de alerta temprana. Hay 
una serie de desafíos a los que se enfrentan los medios 
de comunicación en el desempeño de sus funciones, par-
ticularmente con el aumento de los medios sociales. Esto 
refuerza aún más la necesidad imperiosa de seguir pres-
tando apoyo para fortalecer los medios de comunicación 
independientes y autónomos. Por ejemplo, el PNUD y el 
Departamento de Asuntos Políticos y de Consolidación de 

la Paz de las Naciones Unidas apoyaron la iniciativa de la 
Caravana de la Paz en Zimbabue para movilizar a los ciu-
dadanos en apoyo de los esfuerzos de paz en el país en 
el período previo y posterior a las elecciones. Trabajaron 
con una empresa multimedia para diseñar mensajes cla-
ve y material de divulgación para el compromiso públi-
co que llegó a más de 17 000 ciudadanos directamente. 
Asimismo, en Túnez85, el PNUD trabajó para asegurar 
una amplia cobertura de los medios de comunicación de 
las audiencias públicas, que ayudaron a crear concien-
cia sobre los abusos de derechos humanos cometidos 
entre 1955 y 2011, y ejercieron presión sobre el Estado 
para que reconociera las violaciones que tuvieron lugar. 
Entre el 17 de noviembre de 2016 y el 15 de diciembre de 
2018, se organizaron 14 audiencias públicas con la parti-
cipación de 57 víctimas (incluidas 22 mujeres). La séptima 
se centró en las violaciones de los derechos humanos de 
las mujeres. También en Bosnia-Herzegovina, Croacia, 
Montenegro y Serbia, el PNUD inició, en 2019, una serie 
de cursos de capacitación para periodistas en materia de 
información sobre juicios, reparación y otras materias de 
justicia transicional.

“
Las reformas institucionales como 
parte de las reparaciones deben 
considerarse para hacer frente 
a la gobernanza discriminatoria 
en todas las esferas, y permitir 
así una distribución equitativa e 
inclusiva de las oportunidades de 
justicia social y desarrollo, y que se 
aborden los factores impulsores 
de los conflictos „
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En 2017, el proyecto PAJUST del PNUD en Guatemala, 
a través de la alianza con el Ministerio de Educación, el 
Grupo de Trabajo Técnico sobre Educación para la Paz, 
la UNESCO y el ACNUDH, contribuyó a la aplicación de 
un nuevo plan piloto de educación para la ciudadanía. 
Más de 600 docentes de 90 centros educativos, en 7 de-
partamentos del país, formaron parte de la iniciativa y se 
beneficiaron 15 700 estudiantes de escuelas públicas y 
privadas de todos los niveles educativos.

Como resultado de la implementación satisfactoria de 
este proceso, el Ministerio de Educación institucionali-
zó esta Estrategia Nacional de Formación Ciudadana, 
cumpliendo así una de las (36) recomendaciones de la 

Comisión para el Esclarecimiento Histórico (CEH) sobre la 
educación y sensibilización de las nuevas generaciones 
en relación con los acontecimientos ocurridos durante la 
guerra.

Además, esta estrategia ha contribuido en gran medida a 
mejorar la calidad de la educación para la ciudadanía en 
las escuelas utilizando metodologías innovadoras, para 
profesores y estudiantes, con el fin de desarrollar compe-
tencias en ámbitos relacionados con la memoria histórica, 
los derechos humanos, la democracia, la educación para 
la paz y la diversidad, y la interculturalidad, así como direc-
trices metodológicas diseñadas para cada nivel educativo 
con información actualizada.86

Guatemala 
 
Fortalecimiento  
de la memoria para la paz

REFORMAS EDUCATIVAS

La mayoría de las reformas educativas pos-
teriores al conflicto o al autoritarismo han 
adoptado perspectivas de desarrollo y con-
solidación de la paz. Sin embargo, cada vez 
se pide más que se analicen más los víncu-
los directos entre la educación y los proce-

sos de justicia transicional en relación con el desarrollo y 
la consolidación de la paz. Las comisiones de la verdad 
en varios contextos han formulado recomendaciones con 
respecto a las reformas educativas sobre aspectos físicos, 
como la lucha contra la segregación, y cada vez más so-
bre las reformas de los planes de estudios y las aptitudes 
la creación de profesores que puedan informar a los niños 
sobre el conflicto y sus repercusiones, las cuestiones de 
la exclusión y la discriminación y el respeto por los de-
rechos humanos. Las reformas educativas también han 
incluido la eliminación de los obstáculos estructurales y 

materiales al acceso a la educación. También se ha pro-
porcionado educación como forma de reparación a las 
comunidades a las que se les puede haber negado ac-
tivamente esa oportunidad. Asimismo, ha habido varios 
ejemplos de versiones adaptadas a los niños de los infor-
mes de las comisiones de la verdad que cuentan con el 
apoyo de agentes del desarrollo. Por ejemplo, en 2003, 
el Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia apoyó la 
versión adaptada a los niños del informe de la Comisión 
de la Verdad y la Reconciliación de Sierra Leona. Además, 
el Centro Internacional para la Justicia Transicional elabo-
ró un manual educativo en 2015 para ayudar a los jóvenes 
kenianos a discutir y aprender sobre el pasado de su país. 
Asimismo, la oficina del PNUD en Guatemala tiene una 
buena experiencia en el desarrollo de un plan educativo 
sobre la memoria histórica en el país.
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Vinculación de la 
justicia transicional 
con el desarme, la 
desmovilización y la 
reintegración  

AREA DE TRABAJO 7

La estrecha coordinación de la justicia transicional y los 
procesos de desarme, desmovilización y reintegración 
(DDR) se ha considerado durante mucho tiempo uno de 
los principales desafíos de los esfuerzos de paz en las so-
ciedades que salen de un conflicto. A veces, las comunida-
des consideran que los programas de DDR dan prioridad 

a los autores de actos de violencia sobre el derecho de 
las víctimas a la justicia, lo que da lugar al dilema “paz vs. 
justicia” entre las comunidades de consolidación de la paz 
y desarrollo. Sin embargo, si la justicia transicional y los 
programas de DDR se llevan a cabo de manera ordenada 
y bien coordinada, pueden crear sinergias durante un pro-
ceso de paz que aumentará las posibilidades de una con-
solidación de la paz y un desarrollo más sostenible. Cabe 
señalar tres cuestiones principales, que deben adaptarse 
al entorno cambiante de los conflictos y las realidades lo-
cales, y que requieren una coordinación más estrecha de 
la justicia transicional con los programas de DDR:87
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Los programas de DDR como garantías  
de no repetición  

En el caso de la justicia transicional, los programas de 
DDR se consideran a menudo una garantía de no re-
petición. La lógica subyacente es que la reintegración 

satisfactoria de los combatientes y las personas relaciona-
das con grupos armados en la vida civil, mediante la retirada 
de las armas y de los incentivos para luchar, presenta una 
manera de garantizar que estas personas ya no represen-
tan una amenaza para la seguridad de sus comunidades. 
Sin embargo, hoy en día la realidad en los contextos en que 
operan los grupos armados es generalmente más compleja. 
Los programas de DDR pueden incluirse en acuerdos de paz 
que no ofrezcan otros incentivos al desarme de los grupos 
armados. O un proceso de paz puede no incluir a todos los 
grupos armados, lo que significa que incluso aquellos que 
están dispuestos a firmar un acuerdo se vuelven renuentes a 
hacerlo, ya que se sienten amenazados por grupos ajenos al 
proceso. O simplemente los grupos armados de la comuni-
dad que carecen de estructuras de mando y control pueden 
no ser lo suficientemente cohesivos como para participar en 
negociaciones de paz de alto nivel. 

En respuesta a estas dinámicas difíciles, han surgido nue-
vos tipos de intervenciones, como la reducción combinada 
de la violencia comunitaria y las iniciativas de reintegración, 
para reducir la violencia a nivel comunitario, sin proceder a 
un desarme formal y a la desmovilización de los miembros 
de los grupos armados. Por lo tanto, es más crucial que nun-
ca que los programas de DDR y los nuevos tipos de inter-
venciones que abordan las salidas de los grupos armados 
se coordinen estrechamente con los procesos de justicia 
transicional para contrarrestar una cultura de impunidad y 
aprovechar las oportunidades para la verdad y las repara-
ciones a nivel nacional y comunitario, y fomentar el apoyo 
comunitario a la reintegración de los excombatientes y las 
personas que han estado vinculadas con grupos para hacer 
realidad el potencial del programa de DDR y las nuevas in-
tervenciones de apoyo a las salidas de los grupos armados 
como garantía de no repetición

Investigación de antecedentes de los 
miembros de fuerzas y grupos armados  

E sta es la intersección de la justicia transicional y 
los programas de DDR que más se debaten entre 
los profesionales. Cuando existe un programa de 

DDR, cualquier posible participante debe someterse a un 
proceso de verificación para descartar que ha cometido 
delitos graves de conformidad con la debida diligencia 
en materia de derechos humanos. Por lo tanto, la actual 
Orientación del Secretario General sobre la justicia tran-
sicional pide que se excluya de la reintegración a los ex-
combatientes que hayan cometido o contra los que estén 
pendientes las acusaciones, las investigaciones judicia-
les o las acusaciones verosímiles de haber cometido deli-
tos graves. El objetivo es evitar que los autores de delitos 
sean recompensados por el programa de DDR y regre-
sen a sus comunidades. Esto puede llevar a tensiones 
que podrían terminar por agravar el conflicto o provocar 
otras demoras en el proceso de desarrollo de las comu-
nidades que están lidiando con el pasado.88

Lo mismo se aplica a la investigación de los anteceden-
tes de los miembros de las fuerzas de seguridad o de los 
miembros de grupos armados que prevén incorporarse 
en las fuerzas de seguridad. En los casos en que esas 
fuerzas participaron en combates activos con grupos ar-
mados y se informe que cometieron delitos graves, es 
necesario que un tercero las investigue y las examine de 
conformidad con las normas internacionales de derechos 
humanos. Los miembros de los grupos armados también 
deberían ser verificados antes de formar parte de las fuer-
zas de seguridad. Dado que con frecuencia se critica a 
ambos procesos por excluir únicamente a un número muy 
reducido de combatientes, es fundamental la participa-
ción de todos los socios clave, incluido el PNUD, en el 
examen de esos procesos. . 
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La reintegración comunitaria  
como reparación  

E l PNUD está a la vanguardia del diseño de nuevos 
tipos de programas que se adapten a las condicio-
nes específicas de una sola comunidad, teniendo 

en cuenta las necesidades de justicia de esa comunidad. 
En la región de Kasai, en la República Democrática del 
Congo, los miembros de un grupo armado se desarma-
ron y desmovilizaron voluntariamente y expresaron su 
intención de regresar a su comunidad. La justicia tran-
sicional en la misma región estaba en marcha y contaba 
con el apoyo del ACNUDH y otros socios. A fin de evitar 

que surgiesen tensiones en la comunidad tras el regre-
so de los excombatientes, el PNUD inició un proyecto en 
diciembre de 2019, conjuntamente con el ACNUDH y la 
OIM, que combinó la reintegración basada en la comu-
nidad con la justicia transicional, mediante la participa-
ción de excombatientes en tareas que requieren mano 
de obra intensiva para rehabilitar las infraestructuras 
como medio de proporcionar reparaciones colectivas a 
las comunidades.

“
(...) la reintegración satisfactoria 
de los combatientes y las personas 
asociadas con grupos armados  
en la vida civil, mediante la retirada  
de las armas y de los incentivos 
para luchar, presenta una manera 
de garantizar que estas personas  
ya no representan una amenaza 
para la seguridad de sus 
comunidades (...) „
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Prevención  
de conflictos y 
mantenimiento  
de la paz 

AREA DE TRABAJO 8

“
En materia de justicia y Estado de derecho, más 
vale prevenir que curar. La paz y la estabilidad 
solo pueden prevalecer si la población percibe 
que cuestiones que tienen un marcado carácter 
político, como la discriminación étnica, la 
distribución desigual de la riqueza y los servicios 
sociales, el abuso de poder, la denegación del 
derecho a la propiedad o la ciudadanía y las 
controversias territoriales entre los Estados, 
puede abordarse de manera legítima y justa. 
Visto de esta manera, la prevención es el primer 
imperativo de la justicia. „
– Ex Secretario General de la ONU Kofi Anan89 
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Los paradigmas de la prevención  
de conflictos y el mantenimiento de la paz

E n su informe de 2004, el ex Secretario General 
de las Naciones Unidas, Kofi Anan, reconoció de 
manera oportuna que tanto la justicia transicional 

como el Estado de derecho deben considerar la preven-
ción como una orientación política y su verdadera agenda. 
En 2015, la90 Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible 
reconoció explícitamente el papel del desarrollo en el 
desarrollo y el mantenimiento de la paz. Desde enton-
ces, el énfasis en la prevención en todas las facetas de 
la ONU se ha ido profundizado, con la91 declaración del 
Secretario General de la ONU, António Guterres, en 2017 
“la prevención no es simplemente una prioridad, sino la 
prioridad...”. Además, los exámenes independientes de 
la92 arquitectura de consolidación de la paz y las opera-
ciones de paz de las Naciones Unidas, así como las reso-
luciones paralelas aprobadas en la Asamblea General y 
el Consejo de Seguridad93 de las Naciones Unidas, pidie-
ron que se ampliara el calendario de prevención, el aba-
nico de agentes y el espectro de medidas preventivas. 
Por lo tanto, el concepto de mantener la paz ha llegado a 
abarcar un nuevo enfoque de la prevención destinado a 
apoyar la Agenda 2030 y el ODS 16 en particular. Por ex-
tensión, los enfoques de la justicia transicional para hacer 
frente a las violaciones y prevenir la repetición tienen una 
gran importancia en este marco. También hay indicios de 
que, en general, las condiciones sobre el terreno en los 
países (p. ej., marcos normativos, conocimientos basados 
en la evidencia e inducidos por la práctica, así como los 
incentivos resultantes) están cambiando en favor de una 
participación más activa y la inversión en la prevención.94

A pesar de la primacía de la prevención, los procesos de 
justicia transicional siguen teniendo dificultades para ha-
cer frente de manera eficaz a los factores que impulsan 
los conflictos, según han identificado en su análisis de las 
violaciones sistemáticas históricas. Se han reconocido 
varias razones para ello. En primer lugar, el cumplimiento 
de los derechos de las víctimas directas –y la necesidad 
de superar enormes peligros para lograrlo– a menudo su-
pera las necesidades de los beneficiarios más abstractos 
más adelante. En segundo lugar, a veces se considera que 
los mecanismos de reparación ya desempeñan un papel 
preventivo sin necesidad de introducir medidas adiciona-
les para la prevención de conflictos específicamente. En 
tercer lugar, las pruebas empíricas aún no son concluyen-
tes en cuanto a la relación causal entre las medidas indivi-
duales y la capacidad de prevenir la recurrencia. En cuar-
to lugar, la prevención en el sentido de mantener la paz 
también entraña la sostenibilidad de la participación que 
requiere un compromiso multigeneracional e inversiones 
en las instituciones y la sociedad civil, que ha resultado 
difícil de mantener tanto en el entorno político local como 
en el internacional. Por último, las medidas destinadas a 
garantizar la no repetición aún no se han incluido plena-
mente en la estructura más amplia de mantenimiento de 
la paz.95,96

Abordar las causas profundas de los conflictos

Abordar las causas profundas de los conflictos es 
el factor de conexión entre el paradigma de tratar 
con el pasado y el paradigma de la prevención, 

y dónde se sitúa el campo de la justicia transicional. Se 
considera cada vez más que los agravios derivados de 
exclusiones políticas, económicas y sociales reales y per-
cibidas de grupos, junto con la desigualdad entre los gé-
neros, constituyen algunos de los factores subyacentes 
de los conflictos violentos. Por lo tanto, abordar las exclu-
siones se convierte en la tarea primordial para mantener 
la paz y garantizar la prevención a corto y largo plazo. 

La justicia transicional proporciona un proceso que per-
mite aprender de los incidentes de violencia del pasado 
para prevenir acontecimientos similares en el futuro. Los 
mecanismos de búsqueda de la verdad, por ejemplo, pue-
den proporcionar una hoja de ruta para abordar las condi-
ciones políticas, sociales y económicas que han instigado 
el estallido de conflictos y contribuido a las violaciones 
de los derechos humanos. El establecimiento de este tipo 
de mecanismos también puede señalar el compromiso 
político con los recursos de transformación a largo plazo 
para quienes han sido objeto de violencia, discriminación 

https://digitallibrary.un.org/record/527647?ln=en
https://www.un.org/ga/search/view_doc.asp?symbol=A/RES/70/1&Lang=E
https://www.un.org/sg/en/content/sg/speeches/2017-01-10/secretary-generals-remarks-maintenance-international-peace-and
https://www.un.org/sg/en/content/sg/speeches/2017-01-10/secretary-generals-remarks-maintenance-international-peace-and
https://reliefweb.int/sites/reliefweb.int/files/resources/150630%20Report%20of%20the%20AGE%20on%20the%202015%20Peacebuilding%20Review%20FINAL.pdf
https://www.un.org/en/ga/search/view_doc.asp?symbol=S/2015/446
https://www.un.org/en/ga/search/view_doc.asp?symbol=S/2015/446
https://undocs.org/A/RES/70/262
https://undocs.org/S/RES/2282(2016)
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y marginación en beneficio de la sociedad en su conjunto. 
Estos esfuerzos deben sostenerse mediante ciclos elec-
torales nacionales y aprovechar otros mecanismos y re-
cursos para el cambio social.97

Los mecanismos de justicia transicional por sí solos nunca 
serán eficaces para fomentar la confianza en el Estado 
si persiste la impunidad y las víctimas no reciben una re-
paración adecuada por el daño sufrido. Las cuestiones 
relativas a la rendición de cuentas y la reparación de las 
víctimas deben prestar la misma atención a los factores 
que impulsan los conflictos y no perjudicar el enfoque. Por 
tanto, los procesos de justicia transicional deben ser es-
pecialmente conscientes de no instituir procesos de justi-
cia que se centren en determinados grupos sobre otros. 
Esto requiere una metodología que esté atenta a la inclu-
sión efectiva de los principales grupos interesados y de 
todas las partes en el conflicto. 

Una preocupación relacionada con la necesidad de man-
tener la paz es que esto puede malinterpretarse en el 
sentido de que se relacione a mantener una ausencia de 
conflicto violento (paz negativa) y hacer que los esfuer-
zos en pro de la seguridad se centren en las actitudes, las 
instituciones y estructuras que crean y sostienen socie-
dades pacíficas (paz positiva). Esto es contraproducente 
para la prevención de conflictos a largo plazo y para los 
verdaderos objetivos de mantener la paz. Por lo tanto, es 
importante reconocer que abordar las cuestiones de ren-
dición de cuentas e instituir reformas puede causar cierto 
grado de inestabilidad e incluso conflictos; es necesario 
abordar activamente estas tensiones y mitigar sus efec-
tos, al mismo tiempo que se fomenta la resiliencia de las 
comunidades.98

Estrategias para el desarrollo de la resiliencia

L as estrategias para aumentar la resiliencia me-
diante los procesos de justicia transicional deben 
centrarse tanto en la prevención inicial como en la 

posterior. En las etapas iniciales, los esfuerzos por elabo-
rar enfoques, instrumentos e incentivos para la justicia 
transicional deben desplazar gradualmente parte del én-
fasis en la recuperación hacia la prevención del conflicto. 
En lo que respecta a la prevención en las etapas poste-
riores, se ha puesto de relieve la importancia de una serie 
de enseñanzas destacadas en las secciones anteriores, 
en particular la necesidad de adoptar enfoques partici-
pativos de la justicia transicional y centrarse en las con-
sultas y la divulgación. Además, la labor de prevención 
debe ir más allá de la respuesta a la violencia y de la pre-
paración de todas las sociedades para hacer frente a los 
riesgos de conflicto. Las cuestiones planteadas a lo largo 
de este informe en relación con los esfuerzos de no re-
petición centrados no solo en la reforma sino también en 
la creación de instituciones también son particularmente 
pertinentes. Además, también es necesario potenciar ac-
tivamente el papel de la sociedad civil, especialmente el 
de los grupos de mujeres y los colectivos de jóvenes.99

También será fundamental determinar los riesgos de ma-
nera oportuna y elaborar una estrategia de acción cohe-
rente entre las organizaciones de paz y seguridad, de 
desarrollo y de derechos humanos. La iniciativa Human 
Rights Up-Front, establecida en la oficina del Secretario 
General de las Naciones Unidas, ayuda a identificar los 
primeros riesgos de atrocidades y escaladas violentas de 
conflictos para mejorar las intervenciones de las Naciones 
Unidas en materia de prevención.100

La mejor forma de prevención consiste en crear una cultu-
ra política resiliente y una perspectiva cívica que promue-
va la solución inclusiva y pacífica de los conflictos. Dado 
el compromiso a largo plazo necesario para mejorar las 
condiciones humanas, los actores que trabajan en el de-
sarrollo tienen un papel esencial que desempeñar en la 
tarea de mantener la paz, incluso mediante el apoyo de 
los procesos de justicia transicional. Sin embargo, se tra-
ta realmente de un esfuerzo de toda la sociedad, tanto a 
nivel local como internacional, en el que se necesitan las 
contribuciones de todos para lograr la paz y el desarrollo 
sostenibles.
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Principales 
lecciones y 
recomendaciones

CAPÍTULO CUATRO
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A lo largo de este documento se han documen-
tado muchas lecciones aprendidas y recomen-
daciones sobre la aplicación de un enfoque de 

desarrollo en la justicia transicional. Los puntos que figu-
ran a continuación representan las principales enseñan-
zas extraídas de cada una de las principales esferas de 
trabajo examinadas. 

1.	 Las víctimas no son un grupo único, y no todas buscan 
justicia de la misma manera. Esta complejidad debe 
ser asumida en todo proceso de justicia transicional y 
gestionarse conjuntamente con los socios. Debe utili-
zarse un enfoque coordinado para identificar a las víc-
timas y sus necesidades, obtener datos fidedignos y 
garantizar una representación y un apoyo adecuados.

2.	 La participación de las víctimas es necesaria para com-
prender las necesidades y demandas de las víctimas 
y para poder reparar sus derechos y su dignidad. Es 
esencial entender que la participación de las víctimas 
es un proceso y no un evento puntual. Por lo tanto, la 
preparación para mantener la participación de las víc-
timas es esencial, así como el apoyo de los actores del 
desarrollo mediante el desarrollo de capacidades, la 
sensibilización y la creación de espacios seguros para 
el diálogo y el debate.

3.	 La creación de amplias coaliciones y plataformas gu-
bernamentales y de la sociedad civil para la justicia 
transicional es esencial para lograr resultados amplios 
y sostenibles. Los procesos participativos son eficaces 
para fomentar la confianza y la implicación a nivel na-
cional y local. La inclusión efectiva de los principales 
grupos interesados y de todas las partes en el con-
flicto es fundamental para garantizar que los procesos 
de justicia transicional contribuyan a la cohesión social 
y no a una mayor división. Los grupos de mujeres y 
jóvenes deben participar activamente, ya que a menu-
do se ven afectados de manera desproporcionada por 
los conflictos y tienen un potencial significativo para 
lograr la transformación social. 

4.	 La divulgación continua y sostenida es fundamental 
para el éxito del proceso de justicia transicional, y la 
sociedad civil desempeña un papel importante en este 
sentido. Es necesario cultivar el apoyo público y el es-
pacio cívico para la exposición de múltiples narrativas, 
así como la empatía y la solidaridad social con las víc-
timas. La desinformación debe combatirse con men-
sajes consistentes promovidos a través de múltiples 
canales de comunicación. 

5.	 Los procesos de búsqueda de la verdad que se llevan 
a cabo de manera participativa y en el momento ade-
cuado tienen el potencial de promover la sanación, 
cerrar las fisuras sociales y proporcionar la base moral 
para las demandas de transformación social. Es impor-
tante que los procesos de búsqueda de la verdad se 
continúen hasta la implementación de las recomenda-
ciones y no terminen una vez que se haya completado 
la documentación de los abusos.

6.	 Si bien la prestación de reparaciones es responsabi-
lidad del Estado, los actores del desarrollo pueden 
ayudar a garantizar que los programas de reparación 
fomenten activamente la confianza cívica y contribu-
yan a la consolidación de la paz a más largo plazo y 
a los objetivos de desarrollo sostenible. Las víctimas 
deberían determinar la forma de los programas de re-
paración y adaptarlos al contexto.

7.	 Los objetivos de apoyar los enjuiciamientos para po-
ner fin a la impunidad y fortalecer el sistema nacional 
de justicia son interdependientes y se refuerzan en-
tre sí. Los mecanismos especializados para enjuiciar 
los delitos internacionales deben recibir apoyo para-
lelamente a los esfuerzos por fortalecer los sistemas 
nacionales y mejorar el acceso a la justicia, a fin de 
promover la rendición de cuentas y la sostenibilidad 
de los progresos. La comprensión de la dinámica so-
ciopolítica a nivel local debe hacer hincapié en el apo-
yo a las instituciones del Estado para no intensificar los 
agravios de la comunidad.

8.	 Para apoyar las garantías de no repetición, los progra-
mas de justicia transicional deben complementarse 
con esfuerzos más amplios para fortalecer el Estado 
de derecho y los derechos humanos. En la mayoría de 
los casos, los esfuerzos de reforma en muchos secto-
res –desde la justicia y la seguridad hasta la educación 
y la vivienda, entre otros– son necesarios para eliminar 
las prácticas discriminatorias, corregir los desequili-
brios de poder y proteger los derechos humanos. 

9.	 Los vínculos de la justicia transicional con el desarme, 
la desmovilización y la reintegración merecen una 
consideración especial como medio para detectar a 
los perpetradores y garantizar el fin de la impunidad y 
el derecho de las víctimas a la justicia. Esos enfoques 
pueden fomentar efectivamente la paz y, al mismo 
tiempo, lograr la justicia mediante garantías de no re-
petición, investigación de antecedentes y reparación. 



De la justicia para el pasado a la paz y la inclusión para el futuro

61

10.	La justicia transicional puede contribuir eficazmente a 
la prevención de conflictos y al mantenimiento de la 
paz. Sin embargo, las luchas sociales y políticas a largo 
plazo por la justicia y la igualdad no pueden resolver-
se únicamente con la justicia transicional. El recono-
cimiento y el fomento activo de los vínculos entre la 
justicia transicional, el desarrollo, la seguridad y la con-
solidación de la paz pueden ayudar a superar algunos 
de los problemas que plantea la promoción de la jus-
ticia transicional en los contextos actuales y aumentar 
la resiliencia de las comunidades

Las experiencias del PNUD documentadas a lo largo de 
este documento también apuntan a sugerencias prag-
máticas para los profesionales que diseñan y ejecutan 
programas de justicia transicional en contextos diversos. 
A continuación, se presentan las recomendaciones más 
importantes.

RECOMENDACIÓN 1

Desarrollar y mantener una visión a largo plazo de la jus-
ticia transicional, al tiempo que se mantiene preparada 
para aprovechar las oportunidades que se manifiestan 
a corto plazo. Esto requiere equipos multidisciplinarios y 
una toma de decisiones matizada, así como flexibilidad en 
la programación y la ejecución, sobre la base de análisis 
exhaustivos y actualizados periódicamente del contexto y 
los riesgos. Algunas intervenciones, en particular las que 
entrañan reformas institucionales, tal vez deban llevarse 
a cabo también sobre una base repetitiva o cíclica para 
que se manifieste un cambio transformador en todo el 
sistema.  

RECOMENDACIÓN 2

Evitar replicar modelos de justicia transicional de otras 
situaciones mediante el desarrollo de soluciones basa-
das en el contexto. Seguir centrándose en proporcionar 
verdad, justicia y reparación a las víctimas, pero situar los 
procesos de justicia transicional dentro de los esfuerzos 
más amplios de desarrollo y consolidación de la paz que 
se están llevando a cabo. Colaborar con los socios que 
trabajan para abordar las causas profundas de los conflic-
tos a fin de lograr una verdadera transformación sociopo-
lítica y económica.

RECOMENDACIÓN 3

En los casos en que se requiera el establecimiento de 
mecanismos especiales de justicia, promover un enfo-
que coherente con el fortalecimiento de las capacida-
des nacionales. La eficacia de estos procesos depende 
en gran medida del nivel de funcionamiento de toda la 
cadena de justicia. Velar también por que los actores que 
ya trabajan en el Estado de derecho en el país participen 
activamente en el diseño de nuevas medidas de rendi-
ción de cuentas.

RECOMENDACIÓN 4

El PNUD debería integrar mucho más eficazmente la 
justicia transicional en sus programas de DDR, reduc-
ción de la violencia comunitaria y reintegración. Existen 
oportunidades de lograr avances hacia la justicia transicio-
nal mediante estos programas cuando: i) el DDR se pro-
grama para que funcione como garantía de no repetición; 
ii) la investigación de los antecedentes de los miembros 
de las fuerzas y grupos armados se lleva a cabo en estre-
cha coordinación con los objetivos y las intervenciones de 
la justicia transicional; y iii) la reintegración basada en la 
comunidad se reconoce como reparación colectiva para 
las víctimas y las comunidades afectadas por el conflicto.

RECOMENDACIÓN 5 

Establecer un vínculo programático entre los procesos 
de justicia transicional y el marco de los ODS a nivel 
nacional. Esto puede ayudar a promover los objetivos de 
la justicia transicional incluso en circunstancias de dismi-
nución de la voluntad política o frustración con los me-
canismos especiales. Además, algunos de los recursos 
disponibles para la implementación de la Agenda 2030 
podrían utilizarse para apoyar la justicia transicional y ce-
rrar la brecha de justicia.
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La ruta  
a seguir

CAPÍTULO CINCO
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E n el momento de la publicación de este informe, 
el mundo está lidiando con la pandemia de la 
COVID-19. Esto ha cerrado muchas oportunidades 

para los procesos de justicia transicional a medida que 
los Estados centran sus esfuerzos en otras prioridades 
urgentes y adoptan medidas para frenar la propagación 
del virus, pero, al mismo tiempo, los efectos de la pande-
mia han hecho que la justicia transicional y sus objetivos 
sean aún más importantes.  

Las demandas de justicia e igualdad se han extendido 
por todo el mundo, ya que la pandemia ha puesto al des-
cubierto las desigualdades y los agravios de larga data, 
incluido el racismo generalizado en los sistemas de go-
bernanza. Algunas respuestas estatales a la pandemia se 
han basado en principios y han sido equitativas, mientras 
que otras han agravado la situación, cometiendo viola-
ciones de los derechos humanos con el pretexto de la 
salud pública. Algunas de las formas en que las socie-
dades se han adaptado a la pandemia de la COVID-19 
también han tenido repercusiones en los derechos hu-
manos y la igualdad. Por ejemplo, las mujeres han asu-
mido desproporcionadamente la carga del cuidado de 
los niños, ya que las escuelas han cerrado. Además, las 
tasas de violencia doméstica han aumentado en todo el 
mundo, ya que algunas mujeres y niños han sido aislados 
en el hogar con sus agresores y los servicios de apoyo 
son limitados.101 La rápida digitalización de los servicios 
gubernamentales, si bien es importante cuando se apli-
can medidas de distanciamiento social, también plantea 
riesgos para la privacidad de los datos y puede agravar 
las desigualdades cuando no todos tienen acceso a la 
tecnología o la comprenden. 

Los socios internacionales y los actores del desarrollo 
deben seguir centrándose en la justicia transicional du-
rante la respuesta de COVID-19 para que estos procesos 
puedan llevarse a cabo en cuanto sea posible, en con-
junción con los esfuerzos de recuperación a más largo 
plazo. En algunos contextos, la justicia transicional puede 
ser un vehículo apropiado, o puede utilizarse para funda-
mentar el diseño y la aplicación de otros procesos para 
abordar agravios históricos y violaciones de los derechos 
humanos descubiertos o provocados por la pandemia de 
la COVID-19. El fortalecimiento de los sistemas naciona-
les de justicia también es de vital importancia en este mo-
mento para garantizar que las personas tengan acceso 
a la justicia, se protejan sus derechos y se mantenga el 
respeto del Estado de derecho. 

La pandemia de la COVID-19 ha demostrado que nece-
sitamos esfuerzos integrados para promover la paz y la 
seguridad, los derechos humanos y el desarrollo, y que la 
salud y el bienestar de las personas y del planeta depen-
den de ello. La justicia transicional es una disciplina que 
se desarrolló para abordar estas cuestiones interrelacio-
nadas y seguirá siendo una pieza importante del rompe-
cabezas para fomentar la paz y el desarrollo sostenibles.

Los procesos de justicia transicional contribuyen a forta-
lecer el Estado de derecho y los derechos humanos; a 
promover sistemas de voz, inclusión y solidaridad; a fo-
mentar la confianza en las instituciones; a promover la 
igualdad entre los géneros, y a mantener el impulso en 
las transiciones pacíficas. Por lo tanto, son una parte cla-
ve de la respuesta contra la COVID-19 del PNUD en el 
área de la gobernanza efectiva, ayudando a construir un 
nuevo contrato social y apoyando a los encargados de 
adoptar decisiones para gestionar la complejidad y avan-
zar más allá de la recuperación y hacia el de la Agenda 
2030.102

Además de situar la justicia transicional dentro de la rea-
lidad de la COVID-19 y utilizar sus herramientas para apo-
yar los esfuerzos de recuperación y asegurar que recons-
truimos mejor, la disciplina también tiene que evolucionar 
en otras áreas. Por ejemplo, las crisis prolongadas y la 
presencia de grupos armados violentos y grupos terro-
ristas siguen asolando muchos Estados. Los procesos 
de justicia transicional deben estar más estrechamente 
vinculados con los esfuerzos de DDR a fin de ayudar a 
los Estados a superar los ciclos de violencia y crear ca-
minos hacia la paz. Además, es necesario abordar mejor 
las dimensiones intergeneracionales del trauma median-
te la justicia transicional para fomentar la confianza en 
el Estado. Los jóvenes, en particular, deben participar de 
manera más significativa como agentes de cambio para 
la paz y la justicia en sus comunidades. La eficacia de los 
aspectos inmateriales de la justicia transicional, como la 
preservación de la memoria histórica y la reconciliación, 
también debería examinarse más a fondo, en particular 
cuando vemos un número creciente de contextos no tra-
dicionales de justicia transicional en los que estos pro-
cesos podrían ser útiles para crear sociedades pacíficas, 
justas e inclusivas. Por último, deben analizarse las con-
tribuciones de las prácticas de justicia restaurativa y los 
sistemas de justicia informal para promover los objetivos 
de la justicia transicional y fortalecer las conexiones.

https://www.undp.org/content/undp/en/home/librarypage/hiv-aids/beyond-recovery--towards-2030.html
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El PNUD sigue comprometido a apoyar los procesos de 
justicia transicional en todo el mundo y a asociarse con 
otros organismos de las Naciones Unidas y organizacio-
nes internacionales para llevar adelante estas importan-
tes esferas de trabajo. Las lecciones aprendidas y las 
experiencias esbozadas en este documento nos dan la 
determinación de seguir trabajando por la verdad, la jus-
ticia y la reconciliación, y servirán de base a nuestros es-
fuerzos por crear sociedades pacíficas, justas e inclusivas 
en los años venideros.

El enfoque del PNUD seguirá siendo el apoyo y la pro-
moción de procesos integrales de justicia transicional, a 
través de un enfoque de desarrollo, procesos participati-
vos y un enfoque de género y juventud, asegurando que 
estos procedimientos inclusivos proporcionen acceso 
efectivo a la justicia para aquellos que directa e indirec-
tamente se ven afectados por violaciones masivas de los 
derechos humanos, logrando el objetivo de la Agenda 
2030 de “no dejar a nadie atrás”.
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